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1. INTRODUCCION

El presente trabajo se inscribe en el contexto de la incidencia
—inevitable, por lo que se diri— de las Administraciones Pidblicas so-
bre el turismo. Los «legisladores» (estatal y autonémico, y ahora el
comunitario o europeo) han acentuado recientemente su demostrada
capacidad de intervencidn en la vida social, lo que conlleva, ademais,
que todas las Administraciones, de una u otra forma, con mayor o
menor atencién, con mds o menos justificacién, realicen actuaciones
que, o bien afectan indirectamente, o bien constituyen en si mismas
actividades turisticas.

Existe, desde luego, suficiente cobertura constitucional y normati-
va, tal y como veremos, ¢ incluso una explicacién politica adecuada, en
la medida en que los responsables de la Administracién piblica han de
atender cualquier sector socialmente relevante, y el turismo lo es, sin
duda alguna, por muchisimos motivos. Basta echar una ojeada a «las
cifras» que se manejan en todo lo que se relaciona con el turismo! para

Al efecto, puede consultarse el volumen colectivo, dirigido por Andrés PEDRENO Mu-
NoZ, Introduccién a la economia del turismo en Esparia, Ed. Civitas, Madrid, 1996, asi como el
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comprobar su importancia, aunque haya de advertirse que en el tu-
rismo se suele incluir, sin razén, lo que apunta hacia la satisfaccién in-
dividual o colectiva del ocio®. Es también ilustrativa la extensa bibliografia
que se publica sobre el turismo, cualquiera que sea la perspectiva uti-
lizada. Sin embargo, y en lo que se refiere a la ordenacién de las accio-
nes ptblicas sobre el turismo, parece haber una cierta dispersién o
desenfoque, no tanto porque las diversas Administraciones tienen
asignadas —y ejercen— competencias en el sector, cuanto porque la
distribucién normativa de las mismas resulta inadecuada®. De ello
hablaremos luego, con especial referencia a la Administracién muni-
cipal, pero conste que el asunto no es nuevo, aunque ahora se hayan
incrementado los problemas como consecuencia de la formacién y
puesta en marcha del Estado autonémico.

Pero, antes de examinar las causas de esa inadecuacién competen-
ctal que sin duda revela un sentido desfavorable —una vez mas— hacia
el Municipio, no estard de mds algtn breve recordatorio sobre las difi-
cultades que para los objetivos de la accién puablica ofrece el sector tu-
ristico. El turismo no puede ser objeto de conceptuacién homogénea y
univoca y, mucho menos, desde la perspectiva juridica. Si ya es muy di-
ficil definir o delimitar las actividades turisticas en general, desde el

articulo de Manuel FIGUEROLA PALOMO, «Contribucién de la actividad turistica a la econo-
mia espaiiola», en el Anuario de la AECIT correspondiente a 1997, Madrid, ed. AECIT, 1998,
pp- 29 a 41. Desde una perspectiva més amplia, J. O'HAGAN: «Significacién econémica del
turismo en la Comunidad Europea», Revista de Estudios Turisticos (monogrifico), 1990. Exis-
ten ya, no obstante, algunas referencias negativas en la economia turistica, como consecuen-
cia del descenso de turistas en la temporada alta (dltimo verano), observindose cierta «caida»,
en los porcentajes de la balanza comercial (noticias proporcionadas por el Secretario de Esta-
do de Comercio y Turismo, publicadas en el Diario E/ Pais, 22 de septiembre de 2000, inclu-
yendo cuadro comparativo desde el afio 1996 al afio 2000).

2 Véase el capitulo VIII (Consumo, ocio y tiempo libre) de la excelente obra dirigida
por Santiago MUNOZ MACHADO, José Luis GARCIA DELGADO y Luis GONZALEZ SEARA, Las
estructuras del bienestar. Derecho, economia y sociedad en Espafia, Escuela Libre Editorial y Ed.
Civitas, Madrid, 1997, especialmente, pp. 512 y siguientes.

3 Me remito a foros impulsados y a los trabajos bibliogrificos coordinados o dirigidos
por José TUDELA ARANDA y David BLANQUER CRIADO. El primero ha coordinado los voli-
menes Régimen furidico de los recursos wuristicos (monografia de la Revista Aragonesa de Ad-
ministracién Piiblica), ed. Gobierno de Aragén, Zaragoza, 1999, cuyos diversos
colaboradores aportan una amplisima bibliografia sobre la actividad turistica; y, antes, el vo-
lumen Estudios sobre el régimen juridico del turismo, Huesca, 1999. BLANQUER, ademds de
organizar Congresos periédicos sobre turismo (de los que se publicé el vol. del I Congreso)
(el II1, ha tenido lugar en este mismo afio), es autor de Derecho del turismo, Ed. Tirant lo
Blanch, Valencia, 1999. Ademis de estas obras, hay un volumen didictico, con aportaciones
multidisciplinares, titulado Lecciones del Derecho del Turismo, dirigido por Ricardo GARCIA
MACHO y Andrés RECALDE CASTELLS, Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2000; un volumen
colectivo de E. Roca, M* M. CEBALLOS y R. PEREZ GUERRA: La regulacion juridica del turis-
mo en Espafia, Diputacién Provincial de Almeria, Almeria, 1998; y un reciente libro de A. CA-
LONGE: El turismo. Aspectos institucionales y actividad adminisirativa, ed. Universidad de
Valladolid, Valladolid, 2000.
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punto de vista econémico o sociogeograficot, lo es mis a la vista del tra-
tamiento que las diferentes normas juridicas dan a tan heterogénea ac-
tividad. Asi lo habfan advertido hace algunos afios quienes, desde una
consideracién global y con esmeradisima atencién a las normas pro-
mulgadas —o auspiciadas— por el Ministerio de Informacién y Turis-
mo’, analizaron las distintas vertientes que presentaba la intervencién
de las Administraciones sobre el «fenémeno turfstico»®. Desde enton-
ces, hasta ahora, se han incrementado y mejorado notablemente los
instrumentos normativos, a todos los niveles, pero persisten los proble-
mas bdsicos. La incidencia legal y reglamentaria sobre ciertos fenéme-
nos sociales no asegura, por si sola, la eficacia y control de su desarrollo,
especialmente cuando; como aqui ocurre, faltan criterios de «identifica-
cién» de dichos fenémenos. No es ésta, por lo demis, caracteristica sin-
gular o especifica del turismo, por cuanto es perfectamente aplicable a
muchos otros sectores de la vida social objeto de atencién por el Orde-
namiento juridico. Y ah{ estd el caso del fenémeno del «deporte» para
demostrarlo, pese a que la Constitucién y los Estatutos de Autonomia
utilizan ese término para formalizar una frustrada distribucién de
competencias entre el Estado y las Comunidades Auténomas’.

El turismo constituye, en efecto, un sector de una gran heterogenei-
dad, algunas veces considerado en sf mismo como servicio publico,
porque «la actividad turistica es, por definicién, polivalente»®, Lejos de
la global y muy genérica conceptuacién que hizo, sin demasiada fortu-

4 Remito al lector al trabajo de Javier CALLIZO y Antonio J. LACOSTA, «Un estudio tipo-
l6gico de los recursos turfsticos», publicado en el volumen colectivo Régimen juridico de los re-
cursos, cit., pp. 19 a 76.

3 No fueron escasos los trabajos dedicados a ponderar la importantisima labor desem-
pefiada por este Ministerio en su faceta turistica. De ello habla el importante libro de Aurelio
GUAITA, Derecho Administrativo especial, tomo IV, 2° ed., ed. Libreria General, Zaragoza,
1970, pp. 135 y siguientes; y, especialmente, J. FERNANDEZ ALVAREZ: Cuirso de Derecho admi-
nistrativo turistico, 4 volimenes, Ed. Nacional, Madrid, 1974. Véase, también, el libro de José
Luis MEILAN GIL: Empresas Pitblicas y Turismo, ENAP, Madrid, 1967.

§ Me refiero a los Profesores Ramén MARTIN MATEO, Lorenzo MARTIN-RETORTILLO y
José Luis VILLAR PALASI, autores de la ponencia, «Aspectos juridico-administrativos del turis-
mo», que presentaron en el Congreso Italo-Espafiol de Profesores de Derecho Administrativo, re-
cogida luego en el volumen editado por el Ministerio de Informacién y Turismo, Madrid,

1970.

7 Puede verse, al respecto, la explicacién que proporciona el predmbulo de la Ley estatal
del Deporte, de 15 de octubre de 1990, sobre la que yo mismo he pretendido llevar a cabo al-
guna reflexién aclaratoria. Véase mi libro Constitucién y Deporte, Ed. Tecnos, Madrid, 1998,
especialmente, pp. 79 y siguientes.

% Inmaculada ARMISEN: «Zaragoza apuesta por su proyeccién exterior» en el volumen
Régimen juridico de los recursos tristicos, cit., pp. 122. Constituye una exageracién —creo— con-
siderar al turismo como un servicio piblico. Ver este criterio en G. BERTOCCHI y S. FOA: I/
turismo come servizio pubblico, Giuffré Ed., Milén, 1996.
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na, la Ley de 8 de julio de 1963 sobre competencias en materia turfstica,
las actividades turisticas constituyen un auténtico complejo de perso-
nas, bienes y estructuras organizativas, tanto publicas como privadas.
El predmbulo de la Ley citada definié el turismo como «... movimiento
y estancia de personas fuera de su lugar habitual de trabajo o residencia
por motivos diferentes de los profesionales habituales de quien los re-
aliza» y la actividad turistica como la que «las personas fisicas o juridi-
cas, privadas o ptblicas o los 6rganos de la Administracién ejercen y
que de manera directa o indirecta se relaciona con el fenémeno turisti-
co o puede influir de modo predominante sobre el mismo». Ni una ni otra
acepcién resultan suficientes y buena prueba de ello es que la legislacién
actual pone mis el acento sobre los «recursos turisticos»’, aunque tal vez
convendria afiadir las «intenciones», como sugerfa el profesor Lorenzo
MARTIN-RETORTILLO hace ya algunos afios'’, en defensa de una dréstica
modificacién de las acciones piiblicas sobre el sector.

Se dijo, con razén, que el turismo puede identificarse como un fe-
némeno de exportacién invisible o exportacién sin desplazamiento'!,
pero una gran paradoja se presenta ahora, en relacién con el turismo,
pues viajar ya no es solamente devorar distancias. El viaje turfstico se ha
caracterizado por el desplazamiento y la percepcién de aquello que re-
sulta diferente, singular o caracteristico del lugar o lugares a los que el
turista se traslada. Ahora bien, el turismo que en la actualidad se prac-
tica se ha convertido en «horizontal», aparte, naturalmente, de masivo,
porque la tendencia imparable hacia la mundializacién o globalizacién
no se queda sélo en los propésitos, o en las grandes cuestiones, sino que
también aminora ostensiblemente las diferencias entre los diversos lu-
gares de destino eventual. Por otra parte, continda siendo paradéjico
que el ndmero de turistas —esto es, los sujetos que «utilizan» o disfrutan

9 - S . . .
Sobre el concepto y significado juridicos del «recurso turistico», José TUDELA: «El sig-
nificado y funcién de los recursos turisticos en la nueva legislacién turistica, en el volumen
colectivo, Régimen juridico de los recursos turisticos, cit., pp. 201 y siguientes.

1 Decfa Lorenzo MARTIN-RETORTILLO: «Parece normal pensar que el turismo es un
movimiento de acercamiento a pueblos y ciudades, a lugares alejados, distintos, peculiares,
con respeto ante todo por el gusto de conocer lo alejado, lo diverso, protegiendo por eso lo tra-
dicional y propio, facilitando, si, los intercambios, las comunicaciones, abriendo puertas para
poder apreciar lo que espera encontrar quien con talante de buscador se acerca ...»; en su libro
Granos de arena, Zaragoza, 1983, p. 13.

' Ramén TAMAMES: Inzroduccién a la economia espasiola, Alianza Editorial, cito por la
7% ed., Madrid, 1972, p. 380. En particular, un estudio referido al turista es el de José OLIVA-
RES D’ANGELOYy José A. PEREZ BEVIA: «La condicién juridica del turista», en el volumen co-
lectivo Aspectos juridico-administrativos del turismo, Sevilla, 1966, pp. 241 y siguientes. En el IT
Convenio Internacional sobre los problemas juridicos, educativos y sociales del turismo (Mi-
lin, Ed. Giuffre, 1970, p. 97) reclamaba Fernando Agullé Soler un «Estatuto internacional
del turista».
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recursos turfsticos, sin que ello implique calificacién juridica alguna'’~
aumente sin cesar, tal vez por causa de un afin consumista o de gasto
que conecta con el desequilibrio econémico de la sociedad contempo-
rinea. De ahi que los desplazamientos humanos de signo turistico o
con finalidades estrictamente turisticas generan una nueva actividad
administrativa que, por un lado, estimula el fenémeno y, por otro, trata
de controlar su desarrollo a través de mecanismos de tutela, gestién y
represién, en su caso. Es decir, la accién publica sobre el turismo no se
limita exclusivamente a las férmulas de fomento, en el sentido de asig-
nacién de ayudas econdmicas, directas o indirectas, e incluso honorifi-
cas, para estimular actividades «interesantes» para la colectividad, sino
que se extiende —y muy decisivamente— al 4mbito de la «policia» o acti-
vidad de limitacién de las Administraciones, en la medida en que las
normas establecen con gran rigor medidas o férmulas de control previo
de los establecimientos, instalaciones, equipamientos y, en general, ac-
tividades privadas conexas al turismo, incluyendo la utilizacién de los
recursos turisticos. Naturalmente, también estdn previstas formulas de
control previo o posterior (inspeccién) y, en su caso, represién (san-
cién). Por supuesto, finalmente, las Administraciones piblicas, como
viene siendo tradicional, asumen directamente, por si o en consorcio
con otras, la realizacién material de actividades de prestacién con obje-
tivos turfsticos.

Esto también alcanza a los Municipios, en mayor o menor medida,
pues es en sus respectivos dmbitos territoriales, aunque no necesaria-
mente sobre «sus recursos turisticos», donde se suelen materializar las
acciones que resulta necesario estimular y controlar. En este sentido, las
acciones directas o indirectas de las Corporaciones municipales pueden
resultar tan eficaces —y ser tan legitimas, segiin veremos-, como las que
lleven a cabo las demis Administraciones piblicas.

En la actualidad, y por afiadidura, se presenta un nuevo y complejo
problema en el plano de la interpretacién juridica, conectado con la uti-
lizacién correcta de los titulos competenciales o «materias» que sirven
para justificar la intervencién publica en actividades de naturaleza pri-
vada. Extinguido (¢definitiva e irreversiblemente?) el monopolio esta-
tal en la creacién o reconocimiento oficial del Derecho, entendido tal
monopolio como férmula excluyente de produccién juridica, es preciso

1 Evidentemente, nuestro Ordenamiento juridico se encuentra invadido por apelativos de
la més diversa indole, frecuentemente determinados por la legislacién sustantiva que se les aplica,
y s6lo, claro estd, de un modo convencional. Asi, empezando por las referencias al ciudadano o ad-
ministrado, las relaciones juridicas recomiendan la udlizacién de @érminos como importador o ex-
portador, contribuyente, expropiado, beneficiario, profesional o titulado, asociado o socio,
deportista, vecino o residente, conductor o peatén, consumidor o usuario, etc.
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atender los fenémenos sociales sin perder de vista, por una parte, las di-
versas incidencias de lo juridico y, por otra, la multiplicidad competen-
cial. Me explicaré. Cada vez resulta mis dificil identificar «lo piiblico»
(primer sector, se dice) y «lo privado» (segundo sector), pues se encuen-
tra boyante el llamado «tercer sector»'*~ por ende, las reglas de una u
otra naturaleza. En las actividades turisticas confluyen normas de dife-
rente procedencia y cardcter y vana serfa la pretensién de analizar el
sector desde una perspectiva excluyente. Por otro lado, aun desde la
perspectiva juridico-publica no es preciso insistir demasiado en que los
diversos frentes o sectores —dicho sea siempre convencionalmente— en
que operan nuestras sociedades se hallan sometidos a la sorda o subli-
minal —en ocasiones, explicita, intensa y agresiva— batalla de las organi-
zaciones publicas por «las competencias». Tampoco este anilisis
situacional es particularmente referible al turismo, porque, con alguna
excepcién (por ejemplo, la materia de «defensa militar» —y aun este 4m-
bito es matizable desde la consideraci6n de las estructuras y normas su-
praestatales—), es ya lugar comin en los diversos sectores sociales.
Ahora bien, el propésito de este breve trabajo se concreta en el ané-
lisis de las posibilidades competenciales de los Municipios, cuya lucha
por las competencias tiene sentido si se piensa en los plantearnientos
constitucionales y legales, asf como en que actualmente las actividades
turisticas han dejado de ser un fenémeno de atencién sociolégica o psi-
cosociolégica, con cierta dimensién econémica como en un préximo
pasado!, para convertirse en un factor absolutamente vital desde el
punto de vista econdmico que no deja de ofrecer alguna vertiente de in-
dole psicosociolégica. Como es natural, esta transformacién afecta pre-
dominantemente a las organizaciones o estructuras privadas, es decir,
al interés privado, pero no ha podido pasar desapercibida para los Po-
deres publicos, no sélo porque estdn obligados a tutelar y controlar que

13 Se trata de una terminologia de origen, fundamentalmente, anglosajén, que ha he-
cho fortuna entre nosotros. «Tercer sector», también denominado como organizaciones norn
profix, identifica, ya como lugar comdn, a las organizaciones que operan entre el sector piibli-
co y el sector privado, entre el mercado y el Estado, que se catalogan indistintamente como
organizaciones de beneficencia, sin dnimo de lucro. Véase la descripcién en diversos capitulos
del volumen dirigido por MUNOZ MACHADO, GARCIA DELGADO y GONZALEZ SEARA, Las es-
tructuras del bienesiar en Europa, Escuela Libre Editorial, Ed. Civitas, Madrid, 2000, muy es-
pecialmente, pp. 731 y siguientes.

* Dela importancia econémica del turismo dan cuenta los libros que se citan en la nota
1, con referencia a los afios 60 y a la actualidad. Hay que recordar, sin embargo, que ya en los
inicios del siglo no pasaba desapercibida la importancia del turismo para la balanza de pagos.
El predmbulo del Real Decreto de 6 de octubre de 1905 aludia a la importante fuente de in-
gresos producida por «la creciente aficién a viajar». Puede verse una referencia mis completa
en mi trabajo «Administracién piblica y turismo», Revista de Estudios de la Vida Local, nim.
223 (afio 1984), pp. 209 y siguientes.
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la gestién de los intereses particulares no se lleve a cabo en serio perjuicio de
los intereses generales, sino también porque se han revelado y mostrado
muy interesados en rentabilizar econémicamente la fuerza del Poder. Asi lo
pusieron de relieve GARCIA DE ENTERRIA y VILLAR PALASI, en sus me-
morables trabajos sobre la actividad industrial y mercantil del Estado y de
los Municipios'®y, concretando sobre el turismo, en el prélogo de VILLAR a
una obra pionera y didictica sobre el régimen juridico de las actividades tu-
risticas. Sefialaba VILLAR PALAST lo siguiente:

«.. La Administracion interviene por razones no sélo politicas, sino tam-
bién y fundamentalmente econdmicas. El turismo le supone una fuente
saneadisima de divisas, una creacidn de puestos de trabajo, siquiera de
muchos de ellos sean temporales» (...) «Econémicamente es indudable
la importancia que tiene y que los economistas han reconocido y estu-
diado, el turismo como factor de estabilizacion de balanzas comerciales
deficitarias que se convierten por arte de magia del turismo en balanzas
de pago con superdvit. Las llamadas importaciones invisibles son dema-
siado visibles para conservar ya su antiguo nombre. Las repercusiones
econdmicas sobre la artesania y la mano de obra y el empleo estin a la
vista de cualquier observador imparcial. Son ya mds materia de precios
que de andlisis cientifico»'®.

En tal coyuntura, hoy no alterada aunque, justo es reconocerlo, si
reorientada hacia el respeto a los valores inmateriales de la Naturaleza,
no parece dificil entender que la constancia de un titulo competencial
o «materia» que identificamos gramaticalmente como turismo (art.
148.1.18 de la Constitucién) no puede servir sélo de campo de batalla
en la lucha competencial del Estado y de las Comunidades Auténomas,
marginando la libertad y autonomia de la voluntad y eliminando la
presencia de los Entes municipales.

El Municipio —todos los Municipios— debe ser considerado como
Administracién competente por varias y justificadas razones. La mate-
rializacién o reconocimiento, sin embargo, de la competencia munici-
pal en materia de turismo no pasa de ser en la actualidad mas que
simbdlica, incluso en los casos en que, como vamos a comprobar, e] Le-
gislador ha reaccionado favorablemente hacia la configuracién y con-
formacién de esta especial tipologia de Ente local. No carece del todo

15 Eduardo GARCIA DE ENTERR{A: «La actividad industrial y mercantil de los Munici-

pios», Revisia de Adminisiracion Piiblica, ndm. 17 (afio 1955), pp. 87 y siguientes. José Luis Vi1-
LLAR PALAST: La intervencin administrativa en la industria, Madrid, 1964; y «La actividad
industrial del Estado en el Derecho Administrativo», en Revista de Administracién Piiblica,
ntm. 3 (afio 1950) , pp. 53 y siguientes.

16 Prélogo al libro citado de José FERNANDEZ ALVAREZ, Curso de Derecho Administrazivo
Turistico.
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de sentido, por tanto, la figura del Municipio turistico o, al menos, no
carece de sentido la implantacién de un régimen juridico especial para
aquellos Municipios en que sea absolutamente necesario. Se reconozca
o no en la normativa vigente, los Municipios vienen demostrando un
especialisimo interés en la asuncién de competencias, reales y efectivas,
en las distintas vertientes de la actividad turistica. Pero, al igual que re-
sulta inaceptable admitir que este tipo de Municipios hagan prevalecer
sus intereses, a toda costa, sobre los intereses de 4mbito diferente y su-
perior, resulta inadmisible que los intereses de &mbito autonémico o es-
tatal difuminen, hasta hacerlos desaparecer, los auténticos intereses
municipales sobre la actividad turfstica.

2. MARCO GENERAL DE LA COMPETENCIA MUNICIPAL
SOBRE EL TURISMO

Es evidente que las Entidades locales han asumido, por expresa
previsién legal, competencias turfsticas. Respecto de la legislacién local
general, cabe recordar que el articulo 25.2,m) de la Ley Reguladora de
las Bases de Régimen Local, de 2 de abril de 1985 (LBRL, en adelante),
como habfan hecho leyes precedentes'’, asigna al Municipio compe-
tencia «en los términos de la legislacién del Estado y de las Comunida-
des Auténomas» en materia de «actividades o instalaciones culturales y
deportivas: ocupacién del tiempo libre; turismo».

Recordemos que la Carta Europea de Autonomia Local, de 15 de
octubre de 1985', compromete al respeto de la autonomfa de los Entes
locales en términos inequivocos. Al referirse al alcance de dicha auto-
nomia, la Carta asegura a las Entidades locales, naturalmente, dentro
del 4mbito de la Ley, «libertad plena para ejercer su iniciativa en toda
materia que no esté excluida de su competencia o atribuida a otra auto-
ridad» (art. 4.2). También impone el deber genérico a quienes realicen
procesos de planificacién y de decisién ~y ello resulta trascendente en
bastantes 4mbitos, incluido el turistico- a oir a su debido tiempo y de
forma apropiada a las Entidades locales en las cuestiones que les afec-

7 Puede verse, a tal efecto, un breve resumen de la evolucién histérica de las competen-
cias municipales en materia turistica en el trabajo de Eduardo ROCAROCA y José PEREZ MAR-
TOS, «Administracién municipal y turismo», publicado en el volumen XI Congreso
Iialo-Espasiol de Profesores de Derecho Administrativo, Cedecs Editorial, Barcelona, 1998, pp.
500 y siguientes.

18 Ratificada por instrumento de la Jefatura del Estado, de 20 de enero de 1988, de con-
formidad con el articulo 94.1 de la Constitucién y, por tanto, vinculante para los 6rganos le-
gislativos espafioles.
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ten directamente (art. 4.6). Asimismo, les asegura recursos financieros
de «naturaleza suficientemente diversificada y evolutiva como para
permitirles seguir, en la medida de lo posible y en la practica, la evolu-
cién real de los costes del ejercicio de sus competencias» (art. 9.4). Y, por
dltimo, sin que esta cita pueda ser considerada como exhaustiva, la Carta
impone la obligacién de proteger a las Entidades locales financieramente
débiles a través de «procedimientos de compensacién financiera o de las
medidas equivalentes destinadas a corregir los efectos del desigual reparto
de las fuentes potenciales de financiacién, asi como de las cargas que les in-
cumben», sin que dichas férmulas reduzcan la libertad de opcién de las
Entidades locales en su propio 4mbito de competencia (art. 9.5).

Semejante atribucién carece de eficacia, contemplada en términos ge-
néricos, pero se corresponde con los principios constitucionales de au-
tonomia local y, en particular, de los Municipios (art. 140 de la
Constitucién —CE-), a quienes, junto a Provincias y Comunidades
Auténomas, se les garantiza el goce «de autonomia para la gestién de
sus respectivos intereses» (art. 137 CE). La concrecién de tal principio
—como «garantia institucional» se juzga incluso'®~ se encuentra, con caric-
ter general, en la LBRL, cuyo articulo 2 constituye, a mi modo de ver,
un ariete eficaz frente a las barreras que desde los otros niveles de Ad-
ministracién se suelen imponer a la accién municipal. Como ya sabe-
mos, el Tribunal Constitucional explicé el sentido de la autonomia de
los Municipios como «garantia institucional» sefialando:

«El orden juridico-politico establecido por la Constitucion asegura la
existencia de determinadas instituciones, a las que se considera
como componentes esenciales y cuya preservacion se juzga indispen-
sable para asegurar los principios constitucionales, estableciendo en
ellas un niicleo o reducto indisponible para el legislador. Las insti-
tuciones garantizadas son elementos arquitecturales indispensables
del orden constitucional (...) La garantia institucional no asegura
un contenido concreto o un dmbito competencial determinado y fi-
jado de una vez por todas, sino la preservacion de la institucion en
términos recognoscibles para la imagen que de la misma tiene la
conciencia social en cada tiempo y lugar (...) Lo que garantiza el
precepto constitucional no es, pues, un elenco de asuntos locales,
sino el derecho de todos los entes de ese nivel territorial a intervenir

19 Véase Antonio FANLO LORAS: Fundamentos constitucionales de la autonomia local,
Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1990; Miguel SANCHEZ MORON: La autonomia
local. Antecedenies histéricos y significado constitucional, Ed. Civitas, Madrid, 1990; y, muy des-
tacadamente, Luciano PAREJO ALFONSO: Garantia constitucional y autonomias locales, Institu-
to de Estudios de Administracién Local, Madrid, 1981; y también, «La autonomfa local en la
Constitucién», en el excelente Tratado de Derecho Municipal, dirigido por S. Mufioz MACHA-
DO, tomo I, Ed. Civitas, Madrid, 1988, pp. 21 y siguientes.
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en todos los asuntos que afecten a la comunidad con independencia del
dato de la relevancia local o supralocal; intervencion que puede ser de
distinta intensidad pues la garantia institucional no asegura un conte-
nido concreto, sino la preservacion de la institucion como tal ..»*.

Por su parte, la STC de 21 de diciembre de 1989, al avalar la cons-
titucionalidad del articulo 2.2 LBRL («las leyes bésicas del Estado pre-
vistas constitucionalmente deberdn determinar las competencias que
ellas mismas atribuyan o que, en todo caso, deben corresponder a los
Entes locales en las materias que regulen»), reitera el significado del
principio de autonomia local considerando coherente lo dispuesto en el
articulo 2.1, aunque defiere la concrecién de las competencias locales,
como no podia ser de otro modo, a la legislacién estatal o autonémica,
seguin el sistema constitucional de distribucién de competencias entre
el Estado y las Comunidades Auténomas. De ah{ que la previsidn del
articulo 25 reconociendo competencias al Municipio, en todo caso, sobre
turismo (parrafo 2, apartado m) implique el deber legislativo, ineludi-
ble, de asignar alguna cuota de intervencién municipal en el desarrollo
(fomento, servicio o control) de la actividad turfstica, y eso aun cuando
no se contemple como «servicio obligatorio minimo» esta cuestién de
modo directo, pues algunos de los servicios de obligatoria prestacién
(art. 26 de la LBRL) pueden repercutir favorablemente —y de hecho, re-
percuten— en el desarrollo de la accién municipal turistica, como puede
ocurrir con parques o bibliotecas publicas, instalaciones deportivas de
uso publico o proteccién del medio ambiente.

Observamos, pues, que se trata de una excesivamente genérica pre-
visién, més en la linea de la legislacién turistica tradicional del Estado?!
que en la abierta de modo abstracto por la Constitucién. Tal vez por
ello, la propia LBRL, consciente de las dificultades de cohonestar inte-
rés municipal y competencia turfstica, abrié la segunda via posible de
una forma un tanto enigmadtica: la posibilidad de establecimiento de un
régimen juridico especifico para los Municipios en cuyo término predomi-
nasen las actividades turisticas.

Como es sabido, la LBRL (art. 30) autoriza a las Leyes de régimen
local de las Comunidades Aut6nomas el establecimiento de regimenes
especiales para algunos Municipios, entre los que se mencionan los
«pequefios» o de caricter rural, y aquellos otros cuyas caracteristicas lo
hagan aconsejable, entre los que, ejemplificativamente, se incluyen
aquellos donde sea manifiesto el «predominio en su término de las ac-
tividades turisticas» o el «caracter histérico-artistico» de los mismos. De

20 STC de 28 de julio de 1981, cuya doctrina se ha repetido en diversas ocasiones, por
ejemplo, en la de 27 de febrero de 1987 y en la de 19 de febrero de 1998.

21 <7z . . .. . Ly . .
Véase mi trabajo, Administracion piiblica y wurismo, cit., in toto.
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ahf, por ejemplo, que la temprana Ley canaria de régimen juridico de
las Administraciones piblicas, de 18 de noviembre de 1986 (sustituida
por la de 26 de julio de 1990), que ordenaba transferir a los Cabildos In-
sulares, entre otras muchas, la competencia sobre turismo —y cuyo tras-
paso efectivo concreté un Decreto de 1988—, anunciase ya la posibilidad
de un régimen especial para municipios de predominante vocacién tu-
ristica, encomendando al Gobierno de Canarias la elaboracién de los
pertinentes estudios en orden a su «posible establecimiento»?2.

La extrafia —por inconcreta— previsién de la legislacién estatal se re-
produce en algunas leyes autonémicas de régimen local. La Ley Foral
de Administracién Local de Navarra, de 2 de julio de 1990 (art. 34), se
limita a reiterar la posibilidad de establecimiento de regimenes especia-
les para los supuestos de municipios que, por su situacién geografica,
actividad «primordial», patrimonio histérico-artistico, o cualquier otra
peculiaridad, hagan aconsejable un tratamiento diferenciado en su or-
ganizacién o en su sistema de financiacién.

La Ley de Entidades locales de Castilla-La Mancha, de 14 de mar-
zo de 1991 (arts. 65-67), contempla el supuesto de regimenes especia-
les, aludiendo también a los Municipios que reinan caracteristicas
histérico-artisticas o en cuyo término predominen las actividades turis-
ticas. Ahora bien, en lugar de configurar un régimen determinado y es-
pecifico, se adopta la férmula simple de identificacién —«tendrédn la
consideracién», se dice— del Municipio, remitiendo a la decisién ~por
Decreto— del Consejo de Gobierno la aplicacién de un régimen «pre-
visto» en la Ley que, por cierto, no se prevé. Hay que hacer notar que
dicho Decreto se utiliza como suceddneo, confidindole la extremada-
mente compleja tarea de especificar las «obligaciones a que estdn suje-
tos» los Municipios sefialados, asi como «los beneficios que puedan
obtener» y la «creacién de aquel o aquellos 6rganos especiales» de estudio y
propuesta en materia de conservacién, proteccién y vigilancia de los secto-
res por los que se les declara el régimen especial que —insisto— no se con-
templa en la Ley. Esta se limita a prever «una especial atencién» de la
Administracién autonémica y de la Diputacién Provincial que deberdn ga-
rantizar «una adecuada prestacién de los servicios piblicos».

Idéntico planteamiento ofrece la Ley de régimen local de la Comu-
nidad Auténoma de La Rioja, de 22 de septiembre de 1993 (arts. 53-54),
si bien, por respeto al principio de reserva legal, se encomienda ala Ley
el seflalamiento de los Municipios a los que serd de aplicacién el régi-

2 Varios afios después, como veremos, al promulgarse la Ley de ordenacién del turismo
canario, en abril de 1995, seguia vigente el mandato, aunque aparecié mucho mis perfilado,
pues no solamente se concretd la conveniencia de un «Estatuto» de Municipios turisticos, sino
que se determinaban sus «bases».
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men «previsto» —que tampoco se prevé—, salvo el anuncio de obligacio-
nes, beneficios y érganos especiales de estudio y propuesta, ademds de
la «especial atencién» de la Comunidad Auténoma en garantia de la
adecuada prestacién de los servicios piblicos.

La Ley reguladora del régimen local de Castilla y Leén, de 4 de junio
de 1998, al contemplar la posibilidad genérica de establecer regimenes mu-
nicipales especiales, incluye algunas determinaciones para municipios de
poblacién inferior a 5.000 habitantes (art. 77) y también para los «<Munici-
pios histérico-artisticos» (art. 78). Se anuncia la posibilidad de tratamiento
diferenciado respecto de los Municipios en que predominen «caracteristi-
cas propias en relacién con el dmbito material de la regulacién sectorial o
concurran otras circunstancias objetivas que lo justifiquen», en cuyo caso
serdn las leyes reguladoras de los distintos sectores de la accién publica las
que establezcan el régimen especial (art. 80)%.

En esa misma linea, la reciente Ley aragonesa de régimen local, de 9 de
abril de 1999, aunque, segin advierte la exposicién de motivos, «plasma,
por tanto, la vocacién potencialmente universal de la accién municipal», se li-
mita a reconocer una genérica competencia sobre turismo (art. 42.2,n). Aunque
ello hace pensar que la Ley ha marginado el fenémeno turistico, se contempla
el supuesto, en el capitulo de regimenes especiales (arts. 47-61), de la «conside-
racién» de Municipios histérico-artisticos 0 monumentales. Como esta previ-
sibén, sin embargo, aparece ligada a la posibilidad de «su visita y disfrute que
excedan notoriamente de las que vendrian exigidas por la poblacién residente»
(art. 59.1), es de suponer que se tiene en cuenta el turismo. El régimen especial
—que exige declaracién por Decreto del Gobierno de Aragén— se circunscribe a
los 6rganos de estudio y propuesta, la especial colaboracién de la Administra-
cién autondémica y la prioridad en ayudas publicas, confiando la efectividad de
tan precario régimen a un convenio de duracién plurianual o indefinida®.

B Esta Ley (art. 20,1,q) reconoce como competencia municipal singular la de «turismo y
tiempo libre», si bien el ejercicio de tal competencia debe llevarse a cabo, como en las diversas leyes
autondmicas de régimen Jocal, «en los términos de la legislacién del Estado y de las Leyes de la Co-
munidad Auténoma». No obstante, la Ley de Ordenacién del Turismo de Castilla y Ledn, de 19
de diciembre de 1997, no reconoce pricticamente competencia alguna a los Municipios.

2% Resulta curiosa la formula utilizada en la legislacion local aragonesa, pues el «convenio» a for-
malizar entre la Diputacién General de Arag6n y el Municipio interesado puede tener una duraci6n su-
perior a la prevista en la normativa reguladora del procedimiento comiin y contractual de las
Administraciones ptiblicas. Ahora bien, como estos convenios no se hallan sujetos a la legislacién de con-
tratos de Jas Administraciones piblicas (el art. 3.1,c del Texto refundido aprobado por Real Decreto Le-
gislativo de 16 de junio de 2000, en relacién con los arts. 6 y 9 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y
57 de la LBRL, los excluye expresamente del régimen general de la contratacién administrativa), es ve-
rosimil que esta férmula convencional indefinida pueda generar un auténtico stauus en los Municipios
de orientacién turistica, pues, en mi criterio, la Ley de Régimen Local aragonesa constituye una cober-
tura juridica suficiente para la regulacién sustantiva —y efectivamente del régimen especial, tal y como se
anuncia en dicha Ley— de las competencias municipales, ademis de la organizacién, funcionamiento y
régimen econdmico-financiero, en su caso.
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En esta descripcién del marco general de configuracién de la com-
petencia municipal sobre el turismo conviene aludir, por dltimo, al sis-
tema estructural y organizativo, intermunicipal, que la propia
Constitucién facilit. En efecto, el articulo 141.3 abrié la posibilidad de
crear «agrupaciones de Municipios diferentes de la provincia». En primer
lugar, y desde el punto de vista de la legislacién autonémica sobre «co-
marcas», las competencias sobre promocién del turismo y patrimonio
histérico-artistico se encuentran en un primer plano. Asf ocurre, por
ejemplo, en la Ley aragonesa de Comarcas, de 4 de noviembre de 1993
(art. 8) y en la Ley céntabra de 28 de abril de 1999 (art. 9). Aunque no
alude directamente a las competencias turisticas, la Ley general de or-
ganizacién comarcal de Cataluiia, de 4 de abril de 1987, alguna Ley co-
marcal singular, como la del Valle de Ardn, de 13 de julio de 1990, le
reconoce plena competencia sobre el turismo (art. 20.3). No puede de-
cirse lo mismo de la Ley reguladora de la comarca de El Bierzo, de la
Comunidad Auténoma de Castilla y Leén, de 14 de marzo de 1991,
porque se limita a reconocer la competencia sobre «turismo y tradicio-
nes populares», pero en los términos que especifiquen las leyes regula-
doras de los distintos sectores de accién piblica (art. 4).

En segundo lugar, la via del asociacionismo municipal, prevista,
entre otras finalidades, para agrupar Municipios cuyas caracteristicas
determinen intereses comunes que precisen de una gestién propia o
demanden la prestacién de servicios de 4mbito intermunicipal (arts. 42
y 44 dela LBRL) constituye una posibilidad mds, frecuentemente desa-
provechada, para la potenciacién de las competencias y, en definitiva,
de la accién turistica municipal®.

Por estas vias, en suma, no se ha producido, al menos de una forma
efectiva, ni la concrecién, ni la ampliacién del 4mbito material de la
competencia turistica de los municipios. Ello, aparte de poner en riesgo
el auténtico significado de la autonomfa local, como garantia institu-
cional, recomienda explorar otros cauces utilizados en las leyes locales

B Este planteamiento se reproduce, casi en los mismos términos, en las diversas Leyes
autonémicas de régimen local. Incluso en alguna, como por ejemplo la Ley de Administracién
Local de Galicia, de 22 de julio de 1997 —en la que, como veremos, se reconoce expresamente
el Municipio turistico—, se ordena a la Comunidad Auténoma fomentar «la constitucién de
mancomunidades de Municipios turfsticos para fines de esta naturaleza». De este plantea-
miento genérico se hace eco José TUDELA ARANDA, al comentar con elogios la importante pre-
visién de la Ley de Ordenacién del Turismo del Parlamento Vasco, de 16 de marzo de 1994,
sobre la comarca turistica. Véase su trabajo «Régimen local y turismo. Marco legal», en el vo-
lumen colectivo, dirigido por el mismo José TUDELA, Estudios sobre el régimen juridico del tu-
rismo, Diputacién Provincial de Huesca, Huesca, 1997, p. 223. También habria que
mencionar aqui los Consorcios y otras férmulas organizativas administrativas, que, por cierto,
pueden recibir importantes ayudas de la Unién Europea. Véase al respecto el trabajo de David
BLANQUER, «Régimen juridico del turismo rural», en el volumen colectivo Régimen jurtdico de
los recursos turisiicos, citado, pp. 444 y siguientes.
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y sectoriales o de delimitacién de la competencia piblica sobre el turis-
mo. En particular, vamos a examinar los planteamientos sobre el esta-
tuto de los llamados Municipios turisticos.

3. ELRECONOCIMIENTO EN LA LEGISLACION DEL
MUNICIPIO TURISTICO

Importante, y probablemente miés eficaz es ¢l camino emprendido
por algunos 6rganos legislativos en la configuracién especifica del Mu-
nicipio turistico. Se trata, a mi modo de ver, de un intento de conectar
las necesarias especialidades organizativas y funcionales del Municipio
con ¢l indispensable reconocimiento de competencias y correspondien-
te régimen de financiacién en el 4mbito de las actividades turisticas.

El planteamiento de un régimen especial —o un disefio inicial del
mismo, mejor dicho— para los Municipios que ofrecen perspectivas po-
sitivas en el &mbito del turismo arrancé de la propia legislacién autoné-
mica reguladora del régimen local en desarrollo de la LBRL. No nos
parece extrafio que algunas normas autonémicas reguladoras del régi-
men local hayan desarrollado, aunque sea timidamente, los regimenes
municipales especiales, recordando, no solamente la «invitacién» y co-
bertura que proporcionan la LBRL, sino también las homélogas auto-
némicas que la desarrollan. El fenémeno se explica facilmente por las
peculiaridades —y vocacién tradicional de atraccién turistica— de algu-
nas Comunidades Auténomas. Este fue el caso de la temprana Ley mu-
nicipal y de régimen local de Cataluiia, de 15 de abril de 1987%, que
incluyé entre los regimenes municipales especiales a los (municipios)
«turisticos» (art. 69.1.c). Estos Municipios se definian en la Ley a partir
del parimetro de la afluencia estacional, cuya media ponderada anual
de poblacién turistica fuese superior al ndmero de poblacién residente
y el nimero de alojamientos turisticos fuera superior al nimero de vi-
viendas de residencia primaria.

Pasando por alto la inconcrecién o complejisima identificacién ju-
ridica de la «poblacién turistica», y en la interpretacién convencional de

26 A dicha Ley, como pionera, se refiere de forma extensa José TUDELA: Estudios sobre el ré-
gimen juridico del nurismo, citado, p. 222, atribuyéndole su importancia «en el reconocimiento de la
singularidad del municipio turistico y en la posibilidad que supone de adecuar el ordenamiento ju-
ridico a sus especialidades». Sobre la figura del Municipio turistico, con apuntes interesantes para
la configuracién de su régimen-fue pionero el trabajo de Luis CORNO: «El estatuto legal del muni-
cipio turistico», en Revista Espariola de Derecho Administrativo, niim. 42 (afio 1984), pp. 423 y ss.
Vid. también, J. SUAY y M.P. RODRIGUEZ: «Las competencias turisticas de los Municipios. En par-
ticular, la categoria de los Municipios turisticos», en I Congreso del Turismo (dirigido por BLAN-
QUER), Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 1999; y M. J. SARMIENTO: «El régimen especial del
Municipio turisticon, Actualidad Administrativa, ndm. 45 (afio 1994).

DA-2001, nims. 259-260. JOSE BERMEJO VERA. Régimen juridico de los municipios turisticos




DA-2001, nims. 259-260. JOSE BERMEJO VERA. Régimen juridico de los municipios turisticos

Régimen juridico de los municipios turisticos 227

que ahf cabria incluir aquellas personas no inscritas en el padrén mu-
nicipal como vecinos?, se utilizé ya un primer parimetro, posterior-
mente repetido en otras leyes del mismo tipo: la «afluencia estacional»,
explicada a partir de la media ponderada de los turistas, en relacién con
los vecinos. Ello implica el reconocimiento de desplazamientos osten-
sible de personas hacia ciertos Municipios, con el propésito de gozar de
los beneficios que proporcionan determinadas estaciones (invierno o
verano, generalmente). Las medidas adoptadas eran de tres tipos: am-
pliacién de servicios minimos obligatorios, convenios de cooperacién y
especificidad tributaria. En efecto, este tipo de Municipios, ademds de
los servicios minimos obligatorios, que segin su poblacién tenfan el
deber de establecer, se les imponfia la obligacién, en todo caso, de pres-
tacién de servicios de proteccién de la salubridad piblica y la higiene,
de proteccién civil y seguridad ciudadana, ademds de los servicios mi-
nimos que les corresponderian por disposicién de la legislacién general
de régimen local «de acuerdo con la poblacién que resulte de sumar el
nidmero de residentes con la media ponderada anual de poblacién tu-
ristica» (art. 72.3). Todos estos servicios minimos obligatorios gozarfan
de prioridad en los Planes de Inversiones Locales, y serfan susceptibles
de ayuda efectiva mediante férmulas de convenios de cooperacién y
técnicas de descentralizacién de competencias para establecerlos o
prestarlos adecuadamente (art. 72.6).

A mi modo de ver, no obstante, el auténtico escollo de la Ley se en-
cuentra en la vaga habilitacién para «establecer tributos o recargos es-
pecificos que graven la estancia», pues ello habria de hacerse de
conformidad con la legislacién de finanzas locales. Resulta bastante ob-
vio que atribucién tan abstracta podria ser tachada de inconstitucional,
aparte de politicamente poco eficaz?®.

La Ley catalana previd, asimismo, regimenes especiales para los
Municipios histérico-artisticos y los «de montafia» o que formen parte”
de una «comarca de montafa», lo que podria, sin duda, interpretarse
como una ampliacién tipolégica de los Municipios turfsticos. En el
caso de los Municipios histérico-artisticos, se atiende a la declaracién
como conjunto histérico, en todo o, como minimo, en la mitad de los
inmuebles del Municipio (art. 73). Atendiendo a la importancia singu-

7 1a Ley catalana no pudo tener en cuenta la modificacién que, respecto del padrén,
introdujo en LBRL la Ley 4/1996, de 10 de enero de 1996. Esta Ley modificé los articulos 15
y siguientes de la LBRL, eliminando la anterior distincién entre vecinos y domiciliados, para
considerar quelos inscritos en el padrén municipal son «los vecinos del Municipio» (art. 15).

% En efecto, ésta es una cuestién bastante clara, a la vista de la doctrina que contienen
las Sentencias del Tribunal Constitucional ndim. 179/1985, de 19 de diciembre de 1985 y, so-
bre todo, la nim. 233/1999, de 16 de diciembre de 1999, dictada a propésito de la Ley estatal
de Haciendas Locales, de 28 de diciembre de 1988.
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lar de su patrimonio, el texto legal se preocupa especialmente de la or-
ganizacién especifica de proteccién y vigilancia que, aun respetando la
potestad de autoorganizacién local, exige la presencia de profesionales
cualificados en el campo del patrimonio cultural, incluso de «arqueélo-
go municipal» obligatorio en el caso de que tales municipios cuenten
con patrimonio arqueoldgico importante. La articulacién de estas deter-
minaciones se remite, bien al reglamento —para el caso de las condiciones
de formacién y titulacién de los profesionales o del nombramiento y deter-
minacién de las funciones especificas del arqueélogo—, bien a los convenios
de asistencia y cooperacién técnica, econémica y financiera®. La condicién
para la integracién en el régimen especial de los Municipios de monta-
fia, previsto en la Ley comarcal de Catalufia, es la situacién geogrifica,
bien por tener el setenta y cinco por ciento como minimo de la superfi-
cie de su término municipal en cotas superiores a los ochocientos me-
tros, bien por tener una pendiente media superior al veinte por ciento y
tener situado el setenta por ciento, como minimo, de la superficie de su tér-
mino en cotas superiores a los setecientos metros (art. 71). El texto legal
atiende mds a la problematica del desarrollo rural que a los objetivos turs-
ticos, por la especial y probablemente débil profesién econémica de este
tipo de Entidades locales, en tanto en cuanto la legislacién catalana prevé,
por encima de todo, prioridad en relacién con obras y servicios que deman-
den estos Municipios y tratamiento preferencial en ayudas y subvenciones
sectoriales, siempre con atenci6n especifica a las determinaciones de las dis-
posiciones singulares sobre Municipios de montafia®.

También alguna otra Ley Autonémica de administracién local,
como la de la Comunidad Auténoma de Galicia, de 22 de julio de 1997,
atendi6 singularmente el fenémeno del Municipio turistico (arts. 90-
92), dentro del capitulo de regimenes municipales especiales y, como la
de Cataluiia, junto a las previsiones sobre Municipios histérico-artisti-
cos, Municipios pesqueros o Municipios rurales (arts. 93-100). Ahora
bien, la Ley gallega, si bien reserva a la Ley el contenido del régimen
juridico especifico de estos Municipios (art. 88.5), se limita, en la linea
de la Ley catalana, a establecer las condiciones bdsicas para la declara-
cién de Municipio turistico y la posibilidad de celebrar convenios entre
estos Municipios y la Junta de Galicia para establecer férmulas de asis-

® Este precepto ha sido completado —respetando lo esencial— por la Ley catalana de 30
de septiembre de 1993, del Patrimonio Cultural (art. 6).

%0 Articulo 37 dela Ley de 4 de abril de 1987, sobre organizacién comarcal de Cataluiia,
y Ley catalana de 9 de marzo de 1983, de alta montaia (art. 2), para la consideracién de una
comarca como comarca de montafia. Sobre la problemitica de los municipios o zonas de
montafia puede verse el excelente libro de Javier OLIVAN DEL CACHO: E! régimen juridico de
las zonas de moniania, Ed. Civitas, Madrid, 1994, con especial alusi6én a los planteamientos de
la legislacién catalana de alta montafia y de organizacién comarcal (pp. 269 a 310).
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tencia y coordinacién destinadas a garantizar la prestacién de sus servi-
cios mds caracteristicos, muy especialmente la proteccién de la salubri-
dad e higiene en medio urbano y natural, playas y costas, y la
proteccién civil y la sanidad ciudadana. Se afiade, también, la obliga-
cién de la Comunidad Auténoma de promover la constitucién de man-
comunidades, con la finalidad de coordinar campafias y actividades de
difusién y promocién turistica, asi como la posibilidad de establecer tri-
butos o recargos especificos «de acuerdo con la legislacién de las ha-
ciendas locales»’!.

Nos parece significativo ad minus que el merecimiento de un «régi-
men especial» que no se concreta, se subordine, de conformidad con el
procedimiento que reglamentariamente se establezca, a la decisién del
maximo érgano ejecutivo de la Comunidad Auténoma gallega, bien de
oficio, o a instancia de los municipios interesados®2. Pero, la utilizacién
del término «gozar» en la norma podria dar a entender que las singula-
res caracteristicas de los municipios turisticos (o histérico-artisticos,
pesqueros, rurales) reconducen el tratamiento normativo beneficioso
para estos Municipios, en relacién con el resto de Entidades municipa-
les. Por supuesto, la aplicacién de estos regimenes especiales conllevard
«beneficios» que pueden compatibilizarse con otros, de modo que la
declaracién de Municipios turisticos no impide que, ademds, exista en
ellos un patrimonio histérico-artistico (y ello justifique mds «beneficios») o
que la actividad econémica predominante en ellos sea la pesquera (caso de
los municipios pesqueros) o sea la agricultura (el caso de los municipios ru-
rales), y ello justifique mayores beneficios normativos.

No obstante, la via mds eficaz para el establecimiento con cierta efi-
cacia, de un szatus y un estatuto para el Municipio turistico se encuentra
en las Leyes sectoriales reguladoras del turismo. Como ya se adelantd,
el reconocimiento constitucional de la autonomia local —y la importan-
tisima labor de interpretacién in extenso que ha venido realizando el

3" En cualquier caso, conviene sefialar que la existencia de actividades o servicios turis-
ticos —nota predominante y decisiva para la calificacién—, resulta hasta cierto punto secunda-
ria, dado que la categorizacién como Municipio turistico se plantea a partir del siguiente dato::
cuando por afluencia periédica o estacional, la media ponderada anual de poblacién turistica
sea superior al 25% del niimero de vecinos, o cuando el niimero de alojamientos turisticos y
de segundas viviendas sea superior al 50% del nimero de viviendas de residencia primaria.
Hay que afiadir las dificultades que plantea esa inconcreta habilitacién para establecer tribu-
tos (véase nota 28).

2 1a Ley de ordenacién y promocién del turismo de la Comunidad Auténoma de Ga-
licia, de 21 de agosto de 1997 —que se supone tramitada y aprobada al mismo tiempo que la
anterior— confirmé este planteamiento, afiadiendo algunos pardmetros sobre actuacién muni-
cipal relativa a servicios de alcantarillado y vertido de aguas, recogida y tratamiento de resi-
duos, etc., asi como otras consecuencias de la declaracién, como la inclusién en los planes
provinciales de obras y servicios o la prioridad en beneficios derivados de los planes de desa-
rrollo y mejora del sector turistico.
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Tribunal Constitucional en este campo- impone al Legislador corres-
pondiente el deber de contar realmente con las Entidades locales a la
hora de establecer regulaciones de intervencién sobre las actividades
turisticas. Es fécil observar en estas leyes previsiones mas explicitas so-
bre las competencias de los municipios en la materia, aunque debe ad-
vertirse que los planteamientos competenciales se enmarcan en la
tendencia tradicional a minusvalorar la capacidad de las Entidades lo-
cales en ordenacién y gestién turistica, cuando no en su puro y simple
desapoderamiento competencial, al igual que habifa sucedido en la le-
gislacién estatal, que marginaba a los Municipios incluso en supuestos
para los que resultaba legalmente indispensable la intervencién de la
Entidad local. Semejante desconfianza, fructificada en el flagrante de-
sapoderamiento competencial, influenciaba incluso a los érganos del
poder judicial. Una conocida Sentencia del Tribunal Supremo, de 15
de abril de 1966, llegé a decir que las carencias competenciales de los
Ayuntamientos en materia turistica, y el reconocimiento normativo a
favor de la Administracién estatal, no sélo tenfa un fundamento nor-
mativo, sino estético, pues los Ayuntamientos «no por mala fe, sino por
falta de gusto artistico, carecen de la competencia que ha de reconocer-
se al Ministerio de Informacién y Turismo»™,

Es verdad que esa orientacién tradicional parece haber cambiado si
se atiende a las leyes promulgadas por las Comunidades Auténomas en
el ambito del turismo.

Porque, las Leyes sobre inspeccién y disciplina en materia turistica, sobre
ordenacién de establecimientos hoteleros y alojamientos turfsticos o condi-
ciones de autorizacién de instalaciones predominantemente turisticas, pro-
mulgadas en los afios ochenta silencian la cuestién competencial en lo
referente a los Municipios, en ocasiones, estas normas legales abrian alguna
férmula de colaboracién de los Ayuntamientos®, pero, en cualquier caso,
se detecta la desconfianza hacia la accién municipal, que ya se observaba
en la profusa legislacién estatal turistica de los afios sesenta®.

33 Cita GUAITA esta importante Sentencia del Tribunal Supremo de 15 de abril de 1966,
en la que el Ayuntamiento de Benidorm, que habfa impugnado el Reglamento de 23 de diciembre
de 1964 sobre centros de desarrollo de la Ley de 8 de julio de 1963, sobre competencia en materia
turistica, aprobado por Decreto de 23 de diciembre de 1964, y cuyo argumento principal se centraba
en un debate del Consejo de Ministros sobre la tesis municipalista o la estatalista para defender las
competencias sobre turismo, y en la que, segiin dicha resolucién judicial, prevalecié la tesis contra-
ria al municipalismo.

3 Através de la previa audiencia, como en la Ley Catalana sobre Centros Recreativos
Turisticos, de 16 de febrero de 1989 (art. 4°).

35 Desde los importantes planes de modernizacién hotelera, la regulacién de hojas de recla-
maciones, el «mend de la casa», los campings, apartamentos y viviendas vacacionales, estableci-
mientos hoteleros, recomendaciones de calidad, declaracién de territorios preferentes de uso
turistico, centros de iniciativas turisticas, ordenacién de la oferta, fiestas de interés turistico, agencias
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Algunas recientes Leyes autonémicas reguladoras del turismo, sin
embargo, han sido mis sensibles a la potenciacién del 4mbito compe-
tencial de los Municipios en materia turfstica. Asf, por ejemplo, las Le-
yes autondmicas de ordenacién general del turismo, del Pais Vasco, de
16 de marzo de 1994, de Canarias, de 6 de abril de 1995, de Galicia, de
21 de agosto de 1997, de Murecia, de 12 de diciembre de 1997, de 1a Co-
munidad Valenciana, de 21 de mayo de 1998, la de Cantabria, de 8 de
mayo de 1999, y la de Andalucia, de 15 de diciembre de 1999, han op-
tado por configurar al Municipio turistico, mientras que otras han re-
nunciado a esa caracterizacién, limitindose al reconocimiento de un
dmbito competencial propio de las diferentes Administraciones, inclui-
dos los Municipios. La Ley Balear de 24 de marzo de 1999 silencia la
cuestién competencial, salvo la delegacién a los Consejos Insulares de
Menorca e Ibiza. Tampoco la Ley madrilefia de ordenacién del turis-
mo, de 12 de marzo de 1999, contempla la figura del Municipio turisti-
co, ni prevé competencias municipales explicitas, aunque deja a salvo
las que puedan corresponder a cualquier otra Administracién publica
en lo que se refiere al otorgamiento de autorizaciones, licencias o habi-
litaciones en el 4mbito turistico (art. 21.2) y permite el establecimiento
de lineas de ayuda y subvenciones a Corporaciones locales (art. 48).
Idéntico planteamiento ofrece la Ley de Ordenacién del Turismo de
Castilla-La Mancha, de 26 de mayo de 1999, que salva también la com-
petencia que puedan tener «otros organismos o Administraciones en la
materia» (art. 3,c) y permite a la Administracién autonémica establecer
lineas de ayuda y otorgar subvenciones a Corporaciones locales (art. 44)
e incluso establece la audiencia previa, sin otro efecto, de los Ayunta-
mientos afectados cuando ¢l Consejo de Gobierno de la Comunidad
Auténoma define, crea u otorga «denominaciones geoturisticas», aun-
que éstas afecten a términos municipales concretos (art. 47).

En la legislacion que expresa directamente la prevision del Municipio
turfstico, configurando los pardmetros y requisitos procedimentales y sus-
tantvos, las férmulas e instrumentos previstos son bastante semejantes.

La Ley canaria de ordenacién del turismo, de 6 de abril de 1995,
reiterando una antigua previsién de la Disposicién adicional cuarta de
la Ley de régimen juridico de las Administraciones piblicas, de 26 de
julio de 1990, anuncia nuevamente un «Estatuto» del Municipio turfs-
tico, y encomienda al Gobierno Canario la elaboracién, con audiencia

de viaje, albergues y paradores, gufas-interpretes de turismo, crédito turistico, precios y reservas en
alojamientos wristicos, hasta incluso «libros de interés turistico» (Orden Ministerial de 26 de mar-
zo de 1979, cuya declaracién otorgaba el derecho a llevar el dtulo en la cubierta asf como en la pu-
blicidad), premios especificos sobre fotografia, embellecimiento y mejora de pueblos, gastronomia,
etc.. Todo ello, planteado antes de una forma dispersa, ha cuajado en la actualidad ordenadamente
en las leyes autonémicas turisticas y en sus desarrollos reglamentarios.
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a las Asociaciones municipales més representativas, de un proyecto de Ley.
En este caso, el texto legal contiene una especificacién de las bases que ha-
bran de respetarse en tal proyecto®. Estas «bases» son las siguientes:

a) En primer lugar, los bienes de dominio piblico y los servicios
piblicos municipales deberdn tener una orientacién turistica expresa.
Esta «orientacién» se encuentra implicita en la propia Ley, aunque no
resulta sencilla su precisién. Tal vez puede detectarse en la imposicién
de deberes a las Administraciones publicas —incluidos, por tanto, los
Municipios— sobre servicios turisticos obligatorios y la calidad de los
mismos (art. 17.2 y arts. 65 a 67), el sometimiento de las actividades a
las normas de medio ambiente y de conservacién de la naturaleza (arts.
26,27 y 56, entre otros), etc.;

b) en segundo lugar, el reconocimiento de medidas fiscales y de fi-
nanciacién que permitan la prestacién de servicios con la calidad sufi-
ciente. En este punto nada precisa la Ley, si bien se refiere
abundantemente a la previsién de acciones de fomento econémico y
apoyo técnico;

¢) en tercer lugar, la atencién especial a la identificacién de nicleos tu-
risticos y a la conservacién y diversificacién de sus atractivos, tanto natura-
les como urbanos. De acuerdo con esta base, las acciones y actividades
concretas se plasmarfan preferentemente en el fomento del sector del turis-
mo rural, senderismo y atractivos medioambientales, turismo de incenti-
vos, convenciones y congresos, turismo interior y turismo deportivo o
cualquier otro que se adapte al «mercado turistico» (art. 54);

d) por ltimo, la previsién de organizacién complementaria para los
nucleos turisticos separados del casco urbano y para los barrios turisticos,
con la mds amplia y efectiva participacién ciudadana. En este caso, los 6r-
ganos complementarios deberan ser los previstos en la Ley Canaria de régi-
men juridico de las Administraciones pidblicas (arts. 96 y siguientes, sobre
Juntas Municipales y de Distrito, Consejos de Barrio y de Sector).

En cualquier caso, es de resaltar que la Ley canaria contiene algu-
nas previsiones sobre la competencia municipal. Recordando las atri-
buciones conferidas por la legislacién de régimen local o las funciones
delegadas por los Cabildos Insulares, se impone a los Ayuntamientos el

36 No es preciso insistir en que tales «bases» vincularin, sin ninguna duda, al texto del
proyecto gubernamental, lo que no significa que ello pueda extenderse a la Ley que, en su
caso, llegue a ser aprobada. La dnica reserva de ley que tiene alguna operatividad es, segiin es
bien sabido, la que figura en el texto constitucional —en lo que se refiere al Ordenamiento del
Estado-, asi como, en mi criterio, la que figure en una Ley bésica del Estado que puede con-
dicionar el rango de la norma de desarrollo que, eventualmente, corresponda a las Comuni-
dades Auténomas y que, por lo comiin, suele coincidir con las reservas legales que figuran en
la Constitucién (por ejemplo, la previsién del art. 129 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
reguladora del procedimiento administrativo comin).
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deber de prestar «servicios turisticos obligatorios». En términos genera-
les, los servicios obligatorios se conectan a la «vigilancia ambiental», la vi-
gilancia en las playas y los centros de informacién turistica (arts. 65-67). A
ellos deben afiadirse otros dispersos en la Ley, que, aun sin imputacién pre-
cisa, parecen mis propios de la accién municipal, como es el caso de los ar-
ticulos 17.2, parrafos c y f (sobre limpieza publica en condiciones especiales),
y articulo 19 (sobre la publicidad y el ruido). El otorgamiento de las licencias
para empresas y establecimiento turisticos y la aprobacién de instrumentos
de planeamiento que sean de su competencia quedan condicionados por la
declaracién autonémica de «zona turistica» en los planes insulares de orde-
nacién, pues, en ese caso, los Municipios reducen, si no pierden, su compe-
tencia de planeamiento general o de proyectos de delimitacién del suelo
urbano y ordenanzas urbanisticas de desarrollo, debiendo adaptar dichos ins-
trumentos a las limitaciones, restricciones y obligaciones especificas que de-
riven de tal declaracién (art. 59).

La Ley de ordenacién y promocién del turismo de Galicia, de 21 de
agosto de 1997, completa el planteamiento ya examinado de su propia
legislacién local.

La Ley de Turismo de la Regién de Murcia, de 12 de diciembre de
1997, anuncia un gran protagonismo para los Entes locales, particular-
mente los Municipios, estableciendo como principio rector y vinculante
para la Administracién autonémica el de «la consideracién del Munici-
pio como protagonista de la accién piblica en materia de turismo, tanto
desde la perspectiva del favorecimiento de la actuacién piblica sobre su
territorio, como en cuanto sujeto de las obligaciones previstas en esta
Ley» (art. 4.4), la colaboracién con las Administraciones locales (art.
4.10y art. 50.5 para las oficinas de turismo) y la representatividad en el
Consejo Asesor Regional de Turismo (art. 7.3). De ahf, la previsién es-
pecifica de condiciones sobre los Municipios turisticos, aunque la Ley
se remite a las disposiciones reglamentarias para la concesién de la de-
nominacién. Esta terminologia nos parece reveladora, no sélo porque
rebaja al rango reglamentario la fijacién de parimetros de configura-
cién del «Estatuto» del Municipio turistico y, por ende («distintos ti-
pos», dice), presupone la insuficiencia o limitacién de las medidas
normativas a adoptar, sino porque reduce los beneficios a lograr, cir-
cunscritos a la recepcién de acciones de fomento y promocién. Por otra
parte, la concesién de la denominacién —y poco mas— depende del 6rga-
no supremo de la Administracién autonémica, aunque la Ley establece
una evaluacién de condiciones, tales como la oferta turistica local, el
porcentaje significativo de los presupuestos municipales destinados al
turismo, la realizacién de programas de calidad turfstica, la existencia
de Ordenanzas medioambientales destinadas a cubrir aspectos de salu-
bridad, seguridad, control de ruidos, etc., el incremento significativo de
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poblacién con ocasién de periodos vacacionales, la disposicién de ofici-
nas de turismo y otras especiales circunstancias que, debidamente acre-
ditadas, recomienden el otorgamiento de la denominacién. Ya resulta
simplemente anecdético, vistas las circunstancias, que la determina-
cién de los indices a aplicar y el procedimiento de concesién y revoca-
cién de la denominacién —que serd publicada en el Boletin Oficial
murciano— se confien a las normas reglamentarias (art. 51).

Mucho maés completa nos parece la regulacién que introduce la
Ley de Turismo de la Comunidad Valenciana, de 21 de mayo de 1998.
Advirtiendo en su predimbulo que «el producto turistico tiene un gran
componente municipal», dedica un titulo entero a la regulacién de la
figura del Municipio turistico, en la medida en que estos Municipios
estdn obligados a «a asumir unos costes para los que no disponen de
medios especificos compensatorios ni figuras recaudatorias alternati-
vas». Es objeto directo de la Ley, entre otros, «determinar las lineas ba-
sicas del Municipio turistico» (art. 1), y su identificacién se llevard a
cabo por tipologias segin consideraciones objetivas, como el volumen
de su oferta y de su demanda, la evaluacién de datos de afluencia per-
sonal, la capacidad locativa, la temporalidad de la afluencia. Pero la
pretensién fundamental es el establecimiento de bases para imponer
férmulas compensatorias al esfuerzo financiero derivado de la contrac-
cién de «obligaciones presupuestarias en sus gastos muy superiores a
sus posibilidades de ingreso». Todo ello con «estricto respeto a la legis-
lacién bésica de régimen local» (art. 25.2).

También en esta Ley se utilizan conceptos juridicos indetermina-
dos. Pero, sus pardmetros encorsetan la catalogacién de la figura del
Municipio turfstico y limitan la capacidad de accién discrecional de la
Administracién autonémica. Asi, la consideracién de Municipio turis-
tico se concreta a los siguientes tipos:

a) Municipios de «destino turistico». El Ente municipal se identifi-
ca asi por mantener una afluencia de visitantes a lo largo de todo el afio,
con pernoctacién, cuando la afluencia de personas supere a los propios
residentes del Municipio y consiguientemente la capacidad del aloja-
miento en el Municipio sea también superior a la de las viviendas de
primera residencia, siempre que ello suponga «la base de su economia»;

b) Municipios de «destino vacacional». Se definen por el dato de
que la afluencia de personas se limite a etapas concretas, con pernocta-
cién, y cuando el nimero de tales personas sea superior al de residentes,
siempre que la capacidad de su alojamiento turistico y de viviendas de
segunda residencia sea también superior al de las viviendas de primera
residencia;

c) Municipio turfstico, con «destino de atraccién turistica». Es
aquél que posea atractivos naturales, monumentales, socioculturales o
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adquiera relevancia en algin mercado turistico, siempre que exista en
algin periodo anual un ndmero significativo de visitantes en relacién a
su vecindad, haya o no pernoctacién.

La consideracién —de nuevo la indeterminacién juridico-formal-
de Municipio turistico alcanza, por igual, a los que lo soliciten, siempre
que retinan los requisitos exigidos en la Ley, para tal consideracién (art.
28), lo que puede implicar un elemento de limitacién del margen de
apreciacién de la Administracién autonémica. Por ello, se prevé el pro-
cedimiento de consideracién o declaracién, que comienza por el acuer-
do municipal (mayoria absoluta de los miembros del Pleno), continta
con la tramitacién del expediente por la Agencia Valenciana del Turis-
mo¥’, informacién ptblica incluida, y finaliza con la declaracién acor-
dada por Decreto del Gobierno de la Comunidad Valenciana. Del
mismo modo que se adquiere la condicién de Municipio turistico, se-
gin lo dispuesto en la Ley, puede perderse por variacién o desaparicién
de las condiciones que dieron lugar a la declaracién, incumplimiento
de las bases establecidas de su régimen especial o peticién del propio
Municipio. Debe advertirse que, tengan o no la consideracién o condi-
cién de Municipio turistico, todos los demds Municipios siguen tenien-
do cobertura para su desarrollo turfstico en los planes y programas de la
Agencia Valenciana del Turismo (art. 26.3) y que el régimen establecido
por especificas razones turisticas ha de respetar, como no podia ser de
otro modo, lo dispuesto en la legislacién bésica de régimen local. A la
postre, el régimen especial del Municipio turistico, cualquiera que sea
el pardmetro determinante, se sustenta exclusivamente en la coopera-
cién y coordinacién de las competencias necesarias para la adecuada
prestacién —o, en su caso, establecimiento— de sus servicios.

Puede considerarse original la férmula de diversificacién del régi-
men, en funcién de las categorias que permite la Ley. Atendiendo a la
necesidad de compensar los mayores gastos u obligaciones presupues-
tarias que exceden de las posibilidades de ingresos, la Ley prevé para to-
dos los casos la posibilidad de suscripcién entre la Administracién
autonémica y los Municipios de convenios, encaminados, fundamen-
talmente, a la compensacién de los esfuerzos financieros adicionales reali-
zados (art. 33) la adaptacién de los Municipios a las exigencias del
turismo (art. 34), o la competitividad y la comunicacién para promo-
cién y comercializacién turistica (art. 35). Constituye un acierto indu-

¥ La Agencia Valenciana del Turismo constituye un simple organismo juridico-pibli-
co, pero la Ley le atribuye importantisimas competencias en la «ordenacién» de la actividad
turistica, ademds del fomento, la ejecucién de la politica turistica y demds competencias de or-
den ejecutivo. Hay que advertir, no obstante, que esta atribucién ordenancista debe interpre-
tarse dentro de los limites de la capacidad y competencia de los poderes piiblicos —legislativo
y ejecutivo— valencianos.
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dable, de cara al afianzamiento de la intervencién y a la efectividad de
su accién, el sefialamiento en la Ley de indicadores genéricos, aunque
también aquf existe remisién a la norma reglamentaria.

En la linea de fijacién de pardmetros legales puede situarse la obli-
gatoriedad de servicios puiblicos, mucho més acentuada en los Munici-
pios turisticos por la «via del destino», toda vez que en este supuesto
deberin tener «una orientacién turistica preferente». Aparte de ello, la
tramitacién de los Planes Urbanisticos en los supuestos de los Munici-
pios de destino turistico y destino vacacional requiere informe precep-
tivo, aunque no vinculante, de la Agencia Valenciana del Turismo, y
una especial atencién a la identificacién de sus nicleos turisticos y con- .
servacién de sus atractivos. También es la Ley la que fija directamente
las condiciones de procedimiento de adquisicién y pérdida de la cate-
goria (art. 29).

La Ley de Ordenacién del Turismo de Cantabria, de 8 de mayo de
1999, atribuye expresamente a los Municipios competencias en materia
de turismo, sin perjuicio de las establecidas en la legislacién de régimen
local (art. 6), como la promocién de recursos y productos turisticos exis-
tentes en el 4mbito municipal, el fomento, la proteccién y conservacién
de aquellos recursos, el otorgamiento de licencias relativas a empresas y
establecimientos turisticos de acuerdo con lo dispuesto en la legislacién
general, e incluso prevé la posibilidad de que se atribuyan al Municipio
competencias por delegacién. Las licencias de apertura otorgadas por
los Municipios se vinculan a los requisitos minimos de infraestructura
que en dichas licencias figuren y que controlan los respectivos Munici-
pios, de acuerdo con la reglamentacién aplicable (art. 34).

Estas determinaciones generales se completan con otras especifica-
mente dirigidas al Municipio turistico. La consideracién como tales se
consigue en funcién de pardmetros indeterminados, como la «afluencia
considerable de visitantes y pernoctaciones», la existencia de un «ni-
mero significativo de alojamientos turisticos de segunda residencia», o
la «calidad e innovacién» del programa de promocién y fomento del
«turismo sostenible», que se evaluarfa segin expectativas econémicas,
proteccién del entorno, enriquecimiento sociocultural, mantenimiento
de la cultura, historia y «personalidad del Municipio», adaptacién ur-
banfstica y paisajistica, ordenacién integral del patrimonio, reservas es-
tratégicas, depuracién y reutilizacién del agua, politica de residuos,
formacién y reciclaje del personal turistico y planes de reconversién de
recursos turisticos (art. 39). Todo ello, simplemente a cambio de una
posible, pero eventual, colaboracién técnica y financiera del Gobierno
de Cantabria y la inclusién en el Plan de Turismo de Cantabria —ayu-
das econdémicas e infraestructuras incluidas—, que, por supuesto se ns-
trumentard reglamentariamente.
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Por dltimo, la Ley del Turismo de Andalucia, de 15 de diciembre de
1999, partiendo del objetivo inicial de delimitar las competencias de las di-
ferentes Administraciones pudblicas (art. 1.2,c), atribuye competencias a las
Entidades locales de las que ya son titulares segtn la legislacién local. Pero
también opta por la categorizacién del Municipio turistico, encomendando
a la Administracién autonémica la competencia para declararlo (art. 3.1,d).
En realidad, y salvo la exclusién de los Municipios con poblacién superior
a 100.000 habitantes (Disposicién adicional primera de la Ley), el conteni-
do del régimen de declaracién de Municipio turistico se remite a los regla-
mentos. Como finalidad esencial para tal declaracién considera «el
fomento de la calidad de la prestacién de los servicios municipales al con-
junto de la poblacién turistica asistida», considerando a ésta «constituida
por quienes no ostenten la condicién de vecinos del Municipio pero tengan
estancia temporal en el mismo por razones de visita turistica, segunda resi-
dencia o alojamiento turistico» (art. 6). La declaracién de Municipio turis-
tico es competencia del Gobierno andaluz, a solicitud de los propios Entes
municipales (con acuerdo pleno, por mayoria absoluta, del Ayuntamiento
correspondiente) y sélo se tendra en cuenta, aparte de lo que se determine
en los criterios reglamentarios, la existencia de servicios minimos para los
vecinos y para la poblacién turfstica asistida, con especial referencia a los
servicios de salubridad publica, proteccién civil, seguridad ciudadana y
aquellos que «sean de especial relevancia turistica» (art. 7).

Pues bien, como en los supuestos normativos anteriores, el Ginico bene-
ficio visible es la posibilidad de convenios interadministrativos para com-
pensar la mayor onerosidad en la prestacién de los servicios en este tipo de
Municipios, aun cuando el propio texto legal establece la obligacién de to-
das las Entidades locales que organicen campafias de promocién turistica
con fondos piblicos de acompafiar el logotipo y eslogan turistico que deter-
mine la Administracién autondmica (art. 19.3). Conviene destacar, sin em-
bargo, que la Ley turistica andaluza ha previsto, a diferencia de las demis,
la posibilidad de que las Corporaciones locales puedan actuar, por delega-
cién, en el gjercicio de la funcién inspectora en materia turistica (art. 52.2).

El panorama que acaba de describirse, con alguna evaluacién in-
terpretativa, resulta bastante revelador. Como ocurre en otros campos,
la fuerte desconfianza del Estado hacia los Municipios® se ha «transfe-

3% Esta desconfianza ha sido puesta de relieve en innumerables ocasiones, y no sélo por
referencia a nuestro pais y Ordenamiento. Con ocasién de la traduccién del libro de Jean de
SAVIGNY (SE! Estado contra los Municipios?, Instituto de Estudios de Administracién Local,
Madrid, 1978), tuve ocasién de poner de manifiesto el constante azote de la vida local, con
acuse de recibo del debilitamiento y decadencia de los poderes locales, precisamente iniciado
en el momento en que se reconoce su autonomia juridico-formal. Veinte afios después, sigue
observindose que «las Entidades locales, y singularmente los Municipios, han sido hasta aho-
ra los grandes ausentes de nuestro proceso constitucional de descentralizacién politica abierto
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rido» también a las Comunidades auténomas, cuya legislacién local y
sectorial, si tiene en cuenta la accién municipal en el turismo, no se co-
rresponde —como apunté TUDELAY— con «la notable incidencia que
en la vida municipal tiene la conversién del Municipio en una zona de
atraccién turistica». Desde nuestro punto de vista, sin embargo, y parecién-
donos totalmente insuficiente lo que, hasta el momento, han anunciado
las diversas leyes autonémicas ordenadoras del turismo, resulta necesa-
rio reconocer que el principio de autonomia local, interpretado desde
los pardmetros constitucionales y de la propia legislacién que viene
concretando el derecho de los Municipios a participar en la gestién de
los intereses propios, permite —y recomienda— reordenar las técnicas de
intervencién publica municipal en el 4mbito de las actividades turisti-
cas, con o sin configuracién estructural especifica. Vamos a ver, pues, si
existe esa habilitacién constitucional y en qué medida serfa necesaria la
reordenacién competencial para la consecucién de téenicas efectivas de
intervencién ptblica de los Municipios en el turismo.

4. LA HABILITAQION CONSTITUCIONAL DE LA
INTERVENCION Y AMBITO COMPETENCIAL DEL
MUNICIPIO EN EL TURISMO

Hemos de partir de la base de que los Municipios, como Poderes
publicos, son Administraciones obligadas a cumplir la Constitucién y
el resto del Ordenamiento juridico y, mas concretamente, a facilitar la
participacién de todos los ciudadanos en la vida ... econémica, cultural
y social (art. 9 del texto constitucional). Pues bien, los Municipios,
como tales poderes puablicos, se encuentran vinculados por los princi-
pios rectores de la politica social y econémica, entre los que destacan la
garantia del descanso y la promocién de centros adecuados para ello
(art. 40), la tutela preventiva de la salud (art. 43), el fomento del deporte
y la facilitacién de una adecuada utilizacién del ocio (art. 43), la pro-
mocién y tutela del acceso a la cultura (art. 44), el deber de conserva-
cién del medio ambiente y la utilizacién racional de los recursos
naturales (art. 45), la conservacién y promocién del patrimonio histéri-

por la Constitucién de 1978, para vertebrar territorialmente el Estado y dar cabida a la plura-
lidad histérica y constitutiva de Espafia como Nacién» (es opinién de José Ramén PARADA en
la Revista Teoria y realidad constitucional, nim. 4, 1999, p. 45). En cambio, y segiin apunta la
doctrina italiana, la autonomia municipal tiene, en Italia, sélidas raices en la historia y, mien-
tras en Espafia o Alemania se reconoce una consolidada identidad regional, en Italia esa iden-
tidad es mis reciente, incierta y precaria, pues «Italia es mis el pais de las cien, de las mil
ciudades que el pafs de la veinte regiones». Apud Franco BASSANINI: Tendenze delle riforme
admministrative, Spisa, Bolonia, 1998, p. 8.

3 José TUDELA: «Régimen local y turismo. Marco legal», cit., p. 216.
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co, cultural y artistico de los pueblos de Espaiia y de los bienes que lo
integran (art. 46), la promocién de la participacién de la juventud en el
desarrollo social y cultural (art. 48).

Estos principios rectores de la politica social y econémica, muy dis-
tintos entre s{ por su naturaleza, pero indudablemente con la accién tu-
ristica, han de ser objeto de reconocimiento, respeto y proteccién por la
legislacién positiva. En efecto, de conformidad con lo que dispone el
articulo 53.3 de la Constitucién, todos los poderes piblicos estdn vincu-
lados, por estos principios que «informarin» la legislacién positiva, la
préctica judicial y la actuacion de aquellos poderes. Es verdad que no
resulta sencillo descifrar lo que el constituyente quiso dar a entender
exigiendo el reconocimiento y el respeto, ni tampoco es ficil precisar el
significado de la «informacién» de la legislacién, la prictica judicial y la
actuacién de los poderes pablicos. Lo Gnico que resulta bastante claro
es que, como tales principios rectores, solamente pueden ser alegados
ante los Tribunales cuando haya leyes que los desarrollen y segin lo
que dichas leyes dispongan (art. 53.3 del texto constitucional), pues el
propio Tribunal Constitucional lo dedujo rotundamente al anular cier-
tos preceptos de la Ley 44/1988, por contrariar directamente el mandato
constitucional del articulo 39 que ordena la proteccién de la familia*.

Ahora bien, abundan los ejemplos de aplicacién de estos principios
constitucionales. Si, por una parte, la legislacién ha sido prolija en las ma-
terias a que antes se ha hecho referencia —deporte, proteccién de la salud,
turismo, asistencia social, etc.— y, naturalmente, de ello se ha derivado una
intensisima actividad administrativa, en todos los niveles, incluso la condi-
cién de «informacién» exigida por la Constitucién ha alcanzado a los Tri-
bunales al decidir conflictos en los que se implican algunos de tales
principios, bien para interpretar términos ambiguos de la legislacién en el
sentido mds favorable a la aplicacién de los mismos, bien para rellenar la-
gunas de la legislacién, o hasta en el plano de las decisiones propiamente
dichas, cuando falta la norma de desarrollo. Asi, por ejemplo, puede recor-
darse una conocida Sentencia del Tribunal Supremo, de 9 de mayo de 1986
que, aludiendo al articulo 49 de la Constitucién, refrendaba el valor norma-
tivo de los principios rectores de la politica social y econémica, sefialando:

«Como los demds de esta misma riibrica, como la totalidad de los que
integran la Constitucion, tienen valor normativo y vinculan a los

poderes pitblicos, cada uno en su respectiva esfera, a hacerlos eficaz-
mente operativos».

.

%0 Sentencia del Tribunal Constitucional ntm. 45/1989, de 20 de febrero de 1989 (BOE
de 2 de marzo de 1989), anulando ciertos preceptos de la Ley Reguladora del IRPF de 8 de
septiembre de 1978.
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También el Tribunal Constitucional, desde una de sus pioneras
Sentencias, viene advirtiendo sobre la normatividad de estos principios
rectores de la politica social y econémica*!.

Y, en conexién con los principios rectores de la politica social y eco-
némica, los poderes publicos estdn obligados a atender la modernizacién y
desarrollo de zodos los sectores econémicos, lo que, sin duda, incluye al
sector turistico (art. 130).

El texto constitucional contiene otros preceptos que completan este
marco genérico. Por ejemplo, y puesto que de Poderes ptblicos se trata,
los Municipios estin obligados a garantizar la defensa de los consumi-
dores y usuarios (art. 51 CE), en cuyo 4mbito, sin duda, se inscribe el
turista en su calidad de consumidor masivo o individualizado de las ac-
tividades turisticas, y asi lo reflejan con nitidez las diferentes leyes orde-
nadoras del turismo*2.

Asimismo, «toda la riqueza del pais en sus distintas formas vy, sea
cual fuere su titularidad, estd subordinada al interés general» (art. 128
de la CE), lo que impide a los Municipios obstaculizar la genérica dis-
ponibilidad de sus recursos, incluidos los calificados como recursos tu-
risticos. También desde esta perspectiva negativa, hay que recordar que
el derecho a la libre circulacién y la correlativa prohibicién constitucio-
nal a la obstaculizacién de la libertad de circulacién y establecimiento
de personas y bienes en el territorio espafiol (art. 139) vinculan a los
Municipios. Pero, como compensacién, también se les reconoce la ini-
ciativa en la actividad econémica, sin exclusiones, dado que tal recono-
cimiento es general y no puede —ni debe— ser exceptuado para los
Municipios, en sentido subjetivo, ni para la actividad turistica, en sen-
tido objetivo.

#! Se trata de la Sentencia 19/1982,de 5 de mayo de 1982 y, m4s recientemente la Sen-
tencia de 24 de julio de 2000.

*2 Ya en 1970 advertian los Profesores VILLAR PALASS, MARTIN MATEO y MARTIN-RE-
TORTILLO que «es un tanto pueril confiar la defensa del turista a él mismo; su naturaleza (es
frecuentemente un extranjero), su cardcter (de paso) configuran una real situacién de inde-
fensidn juridica del mismo frente al establecimiento, tanto mis cuanto que la cuantia de la re-
clamacién judicial es normalmente pequeiia. La funcién administrativa asume el caricter de
tutora del turista, dejando a salvo siempre la accién civil» (p. 47 del volumen Aspecios juridico-
administrativos del turismo, cit. en nota 6). Es evidente que la promulgacién de la legislacién
general y autonémica para la defensa de los consumidores y usuarios que considera al consu-
midor y usuario como la persona fisica que adquiere, utiliza o disfruta como destinatario final
«... productos, servicios, actividades o funciones, cualquiera que sea la naturaleza piblica o
privada, individual o colectiva de quienes los facilitan, suministran ...» (art. 1.2 de la estatal de
19 de julio de 1984 y homdlogos de las autonémicas) protege al turista. En cualquier caso, to-
das las leyes autonémicas reguladoras del turismo incluyen un capitulo de derechos y obliga-
ciones de los turistas, en su consideracién de usuarios y consumidores, asi como un régimen
«disciplinario» (que incluye la inspeccién, los cuadros de infracciones y de sanciones corres-
pondientes) para hacer efectiva dicha proteccién.
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Ahora bien, el planteamiento actual de los repartos competen-
ciales parece desalentar el reconocimiento de unos 4mbitos compe-
tenciales propios —y efectivos— para los Municipios en el orden de la
intervencién administrativa sobre el turismo. Es sabido que el articulo
149.1 de la Constitucién no reservé al Estado competencia alguna di-
recta sobre el turismo, mientras que el articulo 148.1.18 permitié a las
Comunidades Auténomas asumir la competencia de «promocién y
ordenacidn del turismo en su dmbito territorial». Como tales compe-
tencias exclusivas, fueron asumidas por todos los Estatutos de Auto-
nomfa* y, ciertamente, la regulacién juridica sustantiva ha sido
bastante semejante en las Comunidades Auténomas. Pero conste que
el Estado no ha perdido del todo sus competencias en la ordenacién
de la materia turistica, ni tampoco pueden quedar marginadas las
competencias municipales en atencién a los planteamientos constitu-
cionales y su desarrollo en la legislacién estatal bisica.

Desde sus primeras Sentencias, el Tribunal Constitucional se
incliné decididamente por la competencia autonémica en materia
de turismo, no solamente al contrastar la inexistencia de reserva
competencial expresa del Estado, sino incluso al privar de valor a las
reservas competenciales sobre planificacién y coordinacién econé-
mica del articulo 149.1.13 de la Constitucidn, pues la utilizacién de
este titulo «vaciarfa de competencias a las Comunidades Auténo-
mas»*. Cierta rectificacién se produce a partir de la Sentencia de 2
de junio de 1987 (BOE de 25 de junio de 1987), a propésito de la im-
pugnacién de una Orden ministerial reguladora de las subvenciones
turisticas, pues aquf el Tribunal acudié, para justificar la competencia
estatal, al titulo que se deriva del articulo 149.1.13. Con posterioridad,
y a propésito de sendas érdenes ministeriales sobre promocién del tu-
rismo rural, el Tribunal se decantaba ya a favor de la posibilidad del
Estado de incidir sobre el titulo competencial turfstico, invocando de

* Sobre esta problematica, con particular referencia a los trabajos parlamentarios de las
Cortes constituyentes, puede verse Alfonso SALGADO: «La distribucién de competencias en
materia de turismo», en la Revista Aragonesa de Administracién Pitblica, nim. 9 (afio 1996), pp.
319 y siguientes.Y con referencia a la constatacién de los Estatutos de Autonomia, A. DORRE-
GO DE CARLOS: «T'urismo» (voz de la Enciclopedia Juridica Bdsica, Ed. Civitas, volumen IV,
Madrid, 1995, p. 6723.

' STC de 20 de diciembre de 1984 ~BOE de 11 de enero de 1985— (a propésito del Real
Decreto de 27 de julio de 1983 sobre «hoteles recomendados por su calidad»). No obstante lo
cual, recordaremos que a esta Sentencia le acompaiiaba un voto particular del Magistrado Je-
rénimo Arozamena, sosteniendo que el Real Decreto impugnado no afectaba, directa ni indi-
rectamente, a la ordenacién turfstica, tratindose de promocién de oferta turistica general, de
Espafia, cuyo fomento no podia reivindicarse por las Comunidades Auténomas ni, por ello,
padecer su 4mbito competencial.
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nuevo ¢l articulo 149.1.13, aunque advirdendo la imposibilidad de una in-
terpretacion extenstva de este titulo™

En el fondo —y se cita por su semejanza— ocurre aqui como en la
materia de la defensa de los consumidores y usuarios. Se recordara que,
impugnada la Ley de 19 de julio de 1984 por las Comunidades Auténo-
mas vasca y catalana, considerando que la promulgacién de esta Ley,
sin titulo habilitante del Estado, venia a ser como una especie de «loa-
palizacién sectorial», el Tribunal Constitucional liberé a la Ley de la ta-
cha de inconstitucionalidad con caricter general, seiialando que,
ademds de este titulo competencial reservado en exclusiva (entonces
no, ahora si) a las Comunidades Auténomas, existian otros titulos com-
petenciales, de los que si dispone el Estado, que pueden incidir sobre la
materia del consumo. El Tribunal sefialaba:

«.. Ademds, aun cuando resulta indiscutible que el articulo 51 de la CE
no es conceptuable como norma competencial, no puede dejarse de
reconocer que, dada la singularidad de la materia sobre la que versa
la Ley, el Estado dispone a priori de diversos titulos competenciales,
constitucionalmente indisponibles para todas —y aqui sin excep-
ci6n— las Comunidades Auténomas, que tienen una evidente inci-
dencia en la defensa del consumidor y del usuario (...) Ello mismo
evidencia que, si bien en el articulo 149.1 CE no se ha mencionado
expresamente la ribrica «defensa de los consumidores y usuarios»,
abriéndose asi, en estrictos términos formales, la posibilidad de que
algunos Estatutos de Autonomia hayan asumido la competencia
«exclusiva» sobre la misma (art. 149.3 CE), como quiera que la sus-
tantividad o especificidad de la materia no es, en lineas generales,
stno resultado de un conglomerado de muy diversas normas sectoriales
reconducibles a otras tantas materias, en la medida en que el Estado os-
tente atribuciones en estos sectores materiales, su ejercicio podrd incidir

5 Sobre la jurisprudencia constitucional, véase Ricardo GARCIA MACHO: «La legisla-
cién turistica: naturaleza juridica; relaciones entre derecho estatal, autonémico y local», en
Lecciones de Derecho del Turismo, cit., p. 25 y siguientes. Mucho més reciente, incluyendo una
relacién pormenorizada de las normas estatutarias y de las transferencias competenciales realiza-
das, Antonio CALONGE VELAZQUEZ: El turismo. Aspectos institucionales y actividad administra-
tiva, cit., p. 71 y siguientes. Aquf no se cita, sin embargo, la importante Sentencia nim.
175/1995, de 5 de diciembre de 1995, donde el Tribunal Constitucional atribuye la competen-
cia a la Comunidad Auténoma del Pais Vasco sobre otorgamiento de becas para alumnos ex-
tranjeros en materia de ensefianzas turisticas, ni tampoco la importante Sentencia ndm.
242/1999, de 21 de diciembre, en relacién con varias Ordenes del Ministerio de Industria, Co-
mercio y Turismo y otras resoluciones de rango menor de la Secretaria de Estado y el Instituto
de Turismo de Espania, todas ellas relativas al Plan marco de competitividad del turismo es-
pafiol (abreviadamente, Plan Futures) (BOE de 20 de enero de 2000). En esta iltima Senten-
cia, se estima parcialmente el conflicto positivo de competencias planteado por la Generalitat
de Cataluiia, declarando que buena parte de estas disposiciones vulneran las competencias de
la Comunidad Auténoma.
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directamente en las competencias que sobre «defensa del consumi-
dor y del usuario corvesponden a determinadas Comunidades Auto-
nomas —entre ellas las ahora impugnantes—, las cuales, en ese caso,
también podrin quedar vinculadas a las previsiones estatales. La
defensa del consumidor y del usuario nos sitia, en efecto, a grandes
rasgos sin necesidad ahora de mayores precisiones, ante cuestiones propias
de la legislacion civil y mercantil, de la proteccion de la salud (sanidad) y
seguridad fisica, de los intereses econdmicos y del derecho a la informacion
y a la educacion en relacion con el consumo, de la actividad econdmica y,
en fin, de otra serie de derechos respecto de los cuales pudiera corvesponder
al Estado la regulacion de las condiciones bdsicas que garanticen la igual-
dad en su ejercicio y en el cumplimiento de sus deberes (art. 149.1, en sus
niimeros 1, 6,8, 10, 13, 16 y 29 CE, principalmente)» (STC 15/1989, de
26 de enero de 1989).

Es ahora mds compleja la situaci6n si se tiene en cuenta la introduccién -
en el Tratado de la U.E. de una nueva competencia relativa directamente al
urismo. En efecto, la mencién expresa del Tratado de la Unién Europea al
turismo (art. 3.1,u del Tratado en la versién de Amsterdam) abre la posibi-
lidad de accién comunitaria, porque ya existe «base juridica» —en termino-
logia «europefstas— que justifique dichas acciones de las instituciones
comunitarias. Hasta la reforma del Tratado de 1992, sélo el Parlamento
Europeo habfa venido adoptando diversas Resoluciones respecto de la po-
litica comunitaria del turismo (Resoluciones de 16 de enero de 1984, 12 de
enero de 1987, 13 de abril de 1987 y, sobre todo, 22 de enero de 1988 sobre
la facilitacién, promocién y financiacién del turismo en la Comunidad Eu-
ropea). Es a partir de aqui cuando la Unién Europea, para alcanzar los am-
plios fines previstos en el Tratado, podrd emprender una tarea de
uniformizacién normativa més que deseable. Recordaremos que la intro-
duccién de este parrafo en el Tratado se produjo después de la adopcién por
el Parlamento Europeo de una nueva Resolucién, de 11 de junio de 1991,
en la que se reconocia como esencial de cara a la creacién de la unién eco-
némica y monetaria, una eventual politica turistica comntn a los Estados
miembros*. Ahora bien, y para el objetivo de este trabajo, sefialaré que
el Tratado ha incluido expresamente el «principio de subsidiariedad»,
lo que sirve para delimitar las intervenciones de la propia Unién Euro-
pea y los Estados miembros, con el fin de lograr mejor los objetivos de
la accién, «debido a la dimensién o a los efectos de la accién contempla-

%6 Puede verse en el Plan de medidas comunitarias a favor del turismo, presentado por
la Comisién de la U.E., en el Boletin de Derecho de las Comunidades Europeas, num. 33, 1991,
pp- 223 2 259. Un comentario general sobre estas medidas, en Olga HERRAIZ: «El aprovecha-
miento turfstico de las vias pecuarias», en el vol. Régimen juridico de los recursos wuristicos, cit.,
Gobierno de Aragdn, Zaragoza, 1999, pp. 285 y siguientes. Véase FRAGOLA: Proftlo comunita-
rio del turismo, Ed. Cedam, Padua, 1996.
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da» (art. 5 del Tratado UE). {Este mismo pardmetro debe servir para
articular las relaciones entre las Comunidades Auténomas y los muni-
cipios en el 4mbito del turismo?

Atendiendo a este marco cabe propugnar la configuracién de un ré-
gimen especial que implique a los Municipios considerados turfsticos.
El legislador autonémico debe replantear el protagonismo de los Entes
locales en la asuncién competencial sobre la actividad turistica. Y sabe-
mos que nuestra legislacién ni ha sido, ni es generosa con los Munici-
pios. Basta recordar otra vez que la primera ley sobre competencia en
materia turistica, de 8 de julio de 1963, tras atribuir, con carécter y fun-
cién privativa a la Administracién piblica, «la ordenacién y coordina-
cién del turismo y la de orientar y regular la informacién, propaganda,

‘relaciones publicas, fomento y atraccién del turismo, ya sean ejerci-
das dichas actividades por la Administracién piblica o por particu-
lares», e incluso de establecer la salvedad de otras competencias
administrativas, como las correspondientes a las Administraciones pro-
vinciales o municipales, no sélo reducia pricticamente a la nada tales
competencias, por el método directo de monopolizar en la Administra-
cién estatal todas las competencias (por ejemplo, reservando a la Admi-
nistracién estatal la inspeccién, gestién, promocién y fomento de las
actividades turisticas en todo el 4mbito territorial del Estado), sino por
la mis eficaz y negativa férmula de restar posibilidades a la legitima fi-
nanciacién de los Municipios. ¢Es posible y recomendable la reordena-
cién competencial en forma de apuntalamiento del protagonismo
municipal? Para algunos, «puesto que la competencia en la materia es
de la Comunidad Auténoma, serd ésta la que fije la politica a seguir en
el territorio, a la que los distintos entes locales deben sujetarse?’. Este
papel secundario o subordinado de las Entidades locales, que sin duda
se predica de los Municipios y especialmente a los de menor potencial
econdmico, no se comparte por otros, para quienes «las entidades loca-
les, especialmente los Municipios, no pueden renunciar a su especial
posicién en la ejecucién de la politica turistica ni renunciar a desarrollar
sus propias politicas»*8, incluso sosteniendo que «de la misma manera, la
Administracién local, y en particular el Municipio, en su esfera competen-
cial, podra ejercer competencias tanto de ordenacién como de promocién®.

47 s . o
Esta es la opinién, por ejemplo, de Alfonso SALGADO: «La distribucién de competen-
cias en materia de turismo. El turismo en Aragén: una propuesta», en el vol. colectivo Estudios
sobre el régimen juridico del turismo, cit., p. 88.

% Asilo entiende José TUDELA: «Régimen local y turismon, cit., p. 213.

9 Asilo estiman, rotundamente, ROCA ROCA y PEREZ MARTOS, en «Administracién
municipal y turismon, cit., p. 520.
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La desconfianza o recelo frente a la necesidad de un reforzamiento
de la autonomfia local se manifiesta en la zimidez con la que se ha abor-
dado la reciente reforma de la legislacién local®, fruto del Gran Pacto
local, debe ser definitiva e irreversiblemente superada. Hay datos y cir-
cunstancias que avalan este deseo, absolutamente dependiente de la
voluntad politica més que de una supuesta racionalizacién de la rein-
terpretacién normativa. Y ya no solamente me refiero al mencionado
«pacto local», sino al anilisis que la doctrina viene haciendo respecto de
las tendencias al reforzamiento de dmbito autonémico. El Profesor
BASSANINI ha incidido recientemente en esta cuestién sefialando que
«se justifica un creciente papel de los gobiernos locales, cuyas adminis-
traciones son mds cercanas a los ciudadanos y a las empresas, mds aten-
tas a la variedad y complejidad de los sistemas econémicos territoriales,
mds adecuadas a dialogar con las empresas y las organizaciones non-
profit, utilizando la colaboracién de los particulares y del tercer sector
para asegurar el suministro de los ciudadanos de bienes y utilidades pd-
blicas», afiadiendo que «mientras en Espafia o en Alemania se reconoce
una consolidada identidad regional, en Italia resulta mds reciente, in-
cierta, precaria»>, Esta idea nuclear late en la opinién del Profesor PARA-
DA, quien recomienda «una segunda gran descentralizacién politica que
desplace poderes y competencias hacia las entidades locales —poco mds des-
de el Estado y mucho mas desde las Comunidades Auténomas— que ree-
quilibre la distribucién territorial del poder politico segin los principios de
subsidiariedad, eficacia y eficiencia. En definitiva, acercar en lo posible la
prestacién de los servicios puiblicos a los ciudadanos y evitar que el viejo
centralismo del Estado sea sustituido por el nuevo centralismo de los Go-
biernos de las Comunidades Auténomas»*2.

En definitiva, la distribucién por titulos competenciales cerrados
que llevan a cabo la Constitucién y los Estatutos de Autonomia —y su
interpretacién sistemdtica—, no significa que los Municipios (y demais
corporaciones locales) sean privados de competencia alguna en rela-
cién a las materias «distribuidas», si bien tal reparto ha supuesto, en li-
neas generales y como ya se advirtié, que las funciones que sobre las
actividades turisticas desarrollaba la Administracién del Estado estin
ahora desempefiadas —previas las trasferencias iniciales— por las Comu-

%0 Este llamado «pacto local» ha propiciado un paquete de medidas legislativas impor-
tantes que afecta a la estructura y organizacién y a 28 preceptos de la LBRL (Leyes de 21 de
abril de 1999). Véase sobre el desarrollo del pacto local, el Anuario del Gobierno Local
1999/2000, coordinado por Tomis FONT, y especialmente su propio trabajo, «La evolucién de
gobierno local en Espaiia: de los "nuevos principios" a la "geometria variable">, pp. 13 y si-
guientes.

3! Franco BASSANINI: Tendenze delle riforme admminisirative, cit., p. 6.
52 J. R. PARADA VAZQUEZ, en Teoria y realidad constitucional, nGm. 4, cit., p. 45.
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nidades Auténomas. Por ello, como ha recordado recientemente PARA-
DA, «<no cabe esperar una ampliacién por via jurisprudencial del ambito
material de las competencias de los Municipios o provincias y de su au-
tonomia local, mis alld de la defensa por el Tribunal Constitucional ...
de la garantia institucional de la autonomfa local. Ampliacién que so-
lamente podra venir por la via de la reforma de las leyes basicas del Es-
tado y las de desarrollo dictadas por las Comunidades Auténomas y, en
su caso, de los Estatutos de Autonomia»™,

En resumen, y a la vista de todo lo expuesto, cabe reflexionar, no sin
cierta perplejidad, sobre un par de cuestiones contradictorias. De un
lado, los planteamientos constitucionales y legales facilitan, sin asomo
de duda, el reconocimiento y reforzamiento de efectivas competencias
turisticas para los Municipios. De otro, la muestra que nos ofrece la le-
gislacién vigente, sea por uno u otro de los cauces utilizados —es decir,
ampliacién del 4mbito competencial o configuracién institucional del
Municipio turistico— resulta poco significativa. Las potencialidades
abiertas por la habilitacién de la Ley estatal bdsica de régimen local, rei-
terada en sus homélogas autonémicas, no han producido efectos rele-
vantes en ¢l objetivo principal de adecuar regimenes especiales a los
Entes locales que asi lo exijan por las singulares caracteristicas de inci-
dencia de la actividad turistica. Tampoco la legislacién sectorial de las
Comunidades Auténomas en materia de turismo ha cumplido aquel
objetivo, ni aun en el caso de previsiones concretas sobre los Munici-
pios turisticos. Aquellas y estas leyes han dado pasos adelante sin hacer
camino, es decir, de modo un tanto estéril. Los escasos mimbres e ins-
trumentos de conformacién del pretendido «Estatuto» del Municipio
turistico expresan perfectamente las dificultades de esa configuracién.
Al fin y ala postre, anunciar transferencias econémicas a modo de com-
pensaciones por gasto, anunciar formalmente la ampliacién de la capaci-
dad tributaria del Ente municipal turistico, o establecer prestaciones
municipales obligatorias siempre remitiendo a los instrumentos de cola-
boracién o cooperacién®, no es mas que redundar sobre lo que es via-
ble sin habilitaciones reguladoras especiales.

Pues bien, el reconocimiento de un régimen especial para los Mu-
nicipios turfsticos es viable. Si el propio constituyente, y por derivacién

53 J. R. PARADA VAZQUEZ, tbidem.

5% Sobre este punto, resulta de interés la opinién de Rafael GOMEZ-FERRER, en «Las
competencias funcionales: el nuevo marco de la asistencia y cooperacién municipales», en
Anauario de Gobierno Local 1999/2000, cit., pp. 73. Seiiala GOMEZ-FERRER que la cooperacién
«genera prestigio, ya que no es de policfa, ni de ordenacién, ni de contral, sino que esencial-
mente, y por diversas vias, consiste en completar los medios de los que dispone el propio mu-
nicipio. De ahi lo dificil que es racionalizar el ejercicio de esta competencia y de dejar que la
ejerza el nivel al que corresponde institucionalmente».
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el legislador competente, han considerado la posibilidad de establecer
un «régimen especial» es porque resulta recomendable. Supuesto que
el precepto de la LBRL a tal efecto (art. 30) es demasiado abstracto y
s6lo condiciona la posibilidad a que se opere «en el marco de lo estable-
cido en esta Ley», no cabe otra interpretacién que la de entender el
marco como instrumento de cobertura o habilitacién y no de restric-
cién, lo que, sin duda, concede mayores margenes al legislador.

Y aqui, precisamente, se encuentra la primera condicién ineludible
y, al mismo tiempo, de eficacia, pues la reserva de ley, lejos de suponer
un elemento de distorsién y obstaculizacién constituye un auténtico
pardmetro de eficacia, al asegurar, mds que la norma reglamentaria,
cierta proteccién contra los vaivenes politicos. El legislador autonémi-
co, al modo en que lo ha hecho en la Comunidad Valenciana, debe de-
terminar en términos inequivocos los requisitos determinantes de ese
«régimen especial», pues, caso de deferir al reglamento aspectos norma-
tivos relevantes, se podria poner en cuestién su propia eficacia.

En segundo lugar, es absolutamente necesario establecer una tipo-
logfa de caracteristicas de los diferentes Municipios con intereses turis-
ticos notorios. Como ha dicho recientemente Tomds FONT, la
estructura del gobierno local debe plantearse «a partir del reconoci-
miento de la diferencia y, por tanto, de la necesaria asimetria o geome-
trfa variable en su régimen legal»>. Es evidente que la caracterizacién
tipolégica sélo es posible contando con las previas —y muy bien estudia-

~ das— diversificaciones del turismo®.

En tercer lugar, la determinacién de un régimen especial exige ac-
tuar normativamente en los diferentes planos o niveles de intervencién
puablica. Teniendo en cuenta que los municipios carecen de potestades
legislativas, y dicho lo anterior sobre la reserva legal, convendria replantear
la actual ordenacién en sus diferentes perspectivas de estructura y organi-
zacién de gobierno. De modo que, en sintesis, la configuracién del régimen
especial del municipio turistico pasaria por:

a) Determinar legalmente los pardmetros de reconocimiento del
municipio turistico, a partir de elementos subjetivos u objetivos. La tri-
ple vertiente de la residencia temporal, la posesién de bienes residencia-
les y el simple goce o disfrute ocasional de los recursos turistico deberfa
replantearse como pardmetro de la «afluencia de poblacién» con alglin

% Tomis FONT: Anuario detl Gobierno Local. 1999/2000, cit., p. 33.

36 Aqui resulta obligado remitirse a las valiosisimas aportaciones que contiene el repeti-
damente citado volumen colectivo Régimen juridico de los recursos tueristicos, dirigido por José
TUDELA y, en particular, al estudio de los tipos que llevan a cabo Javier CALLIZO y Antonio J.
LAcosTA: «Un estudio tipolégico de los recursos turisticos», pp. 19 y siguientes. Desde otra
perspectiva mis concreta, véase el interesante libro de José Manuel ASPAS ASPAS: Los depories
de aventura. Consideraciones juridicas sobre turismo activo, Ed. Prames, Zaragoza, 2000.
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efecto sobre la configuracién politica de los 6rganos municipales. En
los casos en que esa «afluencia» pueda ser ponderada con arreglo a cri-
terios fijos de repercusién en la vida local, cabria reintroducir en el pa-
drén municipal la posibilidad de la «doble residencia» matizada por el
parimetro de la estacionalidad. .

b) Serfa asf viable reacomodar la organizacién municipal, adaptando
las estructuras orginicas por medio del incremento de los representantes
municipales previsto en funcién del nimero de residentes. Al admitir, por
ejemplo, la temporalidad como elemento-base para la eleccién o designa-
cién de representantes, reinterpretando de forma flexible —o, si es el caso,
modificando en términos razonables— los articulos 15 y 18 de la LBRL y
176 y 179 de la Ley Organica de Régimen Electoral de 1985.

En cuarto lugar, resultarfa qtil la reestructuracién de las potestades
administrativas a disposicién de los Municipios reconocidos. Concreta-
mente, las potestades de ordenanza, contractual, la de investigacién y
proteccién de bienes y la de expropiacién.

La reconsideracién de la potestad de ordenanza supone la predeter-
minacién en la Ley autonémica correspondiente del método concreto
de habilitacién y reforzamiento de las potestades municipales. Asi, por
ejemplo, deberia operarse alguna modificacién en materia de condicio-
nes de establecimiento —con repercusién en el régimen de licencias de
apertura, regulacién de horarios industriales y comerciales® y el trans-
porte, al modo de la previsién del transporte turistico de la Ley de orde-
nacién de los transportes terrestres de 1987°%.

En lo que se refiere a la contratacién administrativa, seria recomen-
dable flexibilizar las posibilidades de actuacién, tanto en el nivel de las
exigencias de publicidad y concurrencia, como en el de las competen-
cias y los elementos temporales. Ello afectarfa, sin duda beneficiosamen-
te, al derecho eficaz de contratacién de obras y servicios municipales,
incluida la esfera de los contratos del personal.

Las potestades de investigacién y proteccién de bienes ptblicos, cir-
cunscrita a los bienes de «su pertenencia», podrian extenderse a los de-
mds bienes, instrumentando las férmulas por via de modificacién legal
o por el cauce de las «delegaciones convencionales».

En lo que se refiere a la potestad expropiatoria, quizds resultaria
atil introducir algunas reglas especificas para los municipios turisticos

57 Hay que recordar aqui la f6rmula abierta por la Ley orgdnica complementaria de la

de ordenacién del comercio minorista, de 15 de enero de 1996 en lo referente a la libertad —re-
lativa— de fijacién del horario de apertura y cierre de Jos establecimientos comerciales.

% Articulos 110 a 112 de la Ley de Ordenacién de los Transportes Terrestres, de 30 de

julio de 1987 y articulos 128 a 132 de su Reglamento, aprobado por Real Decreto de 28 de sep-
tiembre de 1990,
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en los supuestos legales de ocupacién temporal, requisa e incluso de ex-
propiacién por motivos de funcién social.

Todo ello, naturalmente, sin reducir o rebajar de ninglin modo el
nivel de competencias alcanzado por estos Municipios de vocacién tu-
ristica en los 4mbitos de planificacién y programacién territorial y espe-
cificamente turistica, promocién o fomento, prestacién de servicios y
organizacién supramunicipal.
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